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DEPARTAMENTO DEL CESAR LA PREVISORA SEGUROS S.AEjecutivo 18/02/2022
2018

se ordena que por secretaría se oficien las pruebas decretadas en el
inciso segundo del artículo primero del proveído de segunda
instancia, concediéndole a las partes requeridas el término de cinco
días para responder.

00038

Auto que decreta pruebas20001 33 33 007

INSTITUTO NACIONAL
PENITENCIARIO Y CARCELARIO -
INPEC

QBE SEGUROS S.A COLOMBIAEjecutivo 18/02/2022
2019

Declarar la falta de jurisdicción y competencia de la Jurisdicción
Contencioso Administrativa para conocer del presente asunto,
conforme las consideraciones expuestas. 

00081

Auto Declara Incompetencia y Ordena Remisión al Competente20001 33 33 001

ANA ROSA CONTRERAS PEÑA MUNICIPIO DE MANAURE BALCON DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2019

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 94
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00282

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

LIZETH NATALIA CASAS GUTIERREZ
Y OTROS

LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA -
POLICIA NACIONAL

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2019

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandada visible a
documento 119
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00336

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

HAIDEE MARIA MORON VALDES UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE
GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCION
PARAFISCALES

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2019

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 115
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00389

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007



Página: 2Fecha:12ESTADO No. 21/02/2022

Cuad.Descripción ActuaciónNo  Proceso Clase de Proceso Demandante   Demandado  
Fecha

Auto

C.I. PRODECO S.A. PRODUCTOS DE
COLOMBIA S.A.

MINISTERIO DE TRABAJOAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 80
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00060

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

LUZ STELLA GUTIERREZ PINEDA LA NACIÓN - MINISTERIO DE
EDUCACIÓN -FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAG. - MPIO.
VALLEDUPAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 61
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00159

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

CARMEN ROSA - ORTIZ SUAREZ LA NACIÓN - MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-MPIO.
VALLEDUPAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 65
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00193

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

DIANA SUSANA BARRETO
CAMARGO

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTRADO - DPTO.
DEL CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 72
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00194

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

GERMAN JOSÉ MORALES ALVAREZ LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO. DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 70
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00201

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

MARY ESTHELA SOLANO SOLANO LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-MUN. DE
VALLEDUPAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Las excepciones propuestas, serán resueltas al momento de dictar
sentencia.  En consecuencia, se fija como fecha y hora para la
celebración de la audiencia inicial
el día 9 de marzo de 2022 a las 4:30 p.m.

00206

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007
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ONALBA ROSA MEJIA MARTINEZ LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO. DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 67
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00208

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

MODESTINA CADENA GÓMEZ LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO.
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 62
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00212

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

ISABEL CRISTINA RODRIGUEZ
PEREZ

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAIGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 74
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00222

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

FABIAN JOSE GONZALEZ ARIAS Y
OTROS

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
DEFENSA-POLICIA NACIONAL

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 72
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00238

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

EBLYNG JEANE TORRES INFANTE LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 72
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00246

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007
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RAUL EDUARDO SALGADO DIAZ LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 64
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00248

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

WILSON AROCA QUINTERO LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO. DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 64
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00270

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

MARTA ROSA CAAMAÑO ARAGON LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO. DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 65
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00273

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

ISABEL VASQUEZ MEJIA LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO.
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 57
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00278

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

BELCY DEL SOCORRO PALLARES
RAMOS

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO-DPTO. DEL
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2020

todas las excepciones propuestas, serán resueltas al momento de
dictar sentencia .En consecuencia, se fija como fecha y hora para la
celebración de la audiencia inicial
el día 9 de marzo de 2022 a las 5:00 p.m., la cual se llevará a cabo
por la Plataforma
Lifesize.

00279

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

LIGIA ESTHER CORONEL
GALLARDO

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de
esta el 7 de
marzo de 2022, a las 9:00 a.m. la cual se llevará a cabo a través de la
plataforma
que disponga el Consejo Superior de la Judicatura

00025

Auto fija fecha audiencia y/o diligencia20001 33 33 007
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ANA LADYS SANCHEZ SANTIAGO LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACION-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar
por escrito,
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la
Ley 1437 de
2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio Público podrá
presentar el
concepto respectivo, si a bien lo tiene.

00033

Auto Para Alegar20001 33 33 007

WALFER DIAZ SIERRA LA NACIÓN-MINISSTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar
por escrito,
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la
Ley 1437 de 2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio
Público podrá presentar el concepto respectivo, si a bien lo tiene.

00035

Auto Para Alegar20001 33 33 007

NATALY PAULINA FERNANDEZ
LUNA

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

por lo anterior, se correrá traslado para alegar por escrito de
conformidad con
el artículo 181 del C.P.A.C.A., este Despacho concede a las partes el
término
de diez (10) días para alegar de conclusión, oportunidad dentro de la
cual el
Ministerio Público podrá presentar el concepto respectivo, si a bien
lo tiene.

00047

Auto Para Alegar20001 33 33 007

LUIS PITRE MENDOZA UNIDAD ADMINISTRTIVA ESPECIAL DE
GESTIÓN PENSIONAL UGPP

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Vista la nota secretarial que antecede y teniendo en cuenta que fue
allegada la
respuesta del La Unidad Administrativa especial de Gestión
Pensional y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP
(documentos 46-47-48),
este Despacho ordena correr traslado a las partes por el término de
tres (3) días,
con el fin de que realicen las manifestaciones que crean pertinentes
frente a
respuestas enviadas.

00083

Auto que Ordena Correr Traslado20001 33 33 007

BLANCA CECILIA RINCON RIOS LA NACIÓN - MINISTERIO DE
EDUCACIÓN - FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar
por escrito,
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la
Ley 1437 de
2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio Público podrá
presentar el
concepto respectivo, si a bien lo tiene.

00092

Auto Para Alegar20001 33 33 007
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EFRAIN CORONEL CORONEL LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar no probada la excepción de (vi) falta de legitimación en la
causa por pasiva, para asumir declaraciones y condenas por sanción
mora, posteriores al 31 de diciembre de 2019 presentada por el
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como
quedo dicho.

00094

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

ALVARO RAUL QUINTERO FRANCO LA NACIÓN-MINISTERIO DE
DEFENSA-EJERCITO NACIONAL

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 56
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021. 

00095

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

TILSA ADONIS GARCIA MOLINA LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar probada la excepción de (i) Falta de legitimación por pasiva
del
ente territorial, propuesta por la apoderada del Departamento del
Cesar, de
conformidad con las consideraciones de este proveído.

00099

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

JEAN CARLOS RODRIGUEZ
MORALES Y OTROS

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
DEFENSA-EJERCITO NACIONAL

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2021

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la
audiencia inicial
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 3:00 pm. la cual se llevará a
cabo a través de
la plataforma Lifesize.

00115

Auto fija fecha audiencia y/o diligencia20001 33 33 007

IBETH SURELYSGUTIERREZ
JIMENEZ

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FFONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber
sido interpuesto
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto
suspensivo el
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a
documento 43
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de
diciembre del 2021.

00116

Auto Concede Recurso de Apelación20001 33 33 007

MARTHA LUCIA FLOREZ INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR
FAMILIAR

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2021

No reponer el auto de fecha 3 de diciembre de 2021, mediante el cual
el Despacho tuvo por no contestada la demanda por parte del
Instituto Colombiano
de Bienestar Familiar y fijó fecha para celebrar audiencia inicial, de
conformidad con
las consideraciones expuestas. 

00132

Auto resuelve recurso de Reposiciòn20001 33 33 007

CARLOS SANTIAGO HERNANDEZ INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTE
DE AGUACHICA - CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En consecuencia, se concede el término de dos (2) días perentorios
para allegar las
respuestas.

00138

Auto Accede a la Solicitud20001 33 33 007
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ALDO GUILLERMO LOPEZ
PALLARES

PASIVOS SOCIALE DE FERROCARRILES
DE COLOMBIA

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la
audiencia inicial
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 3:30 pm. la cual se llevará a
cabo por medio
de la plataforma Lifesize.

00139

Auto fija fecha audiencia y/o diligencia20001 33 33 007

LUIS EDUARDO FONTALVO DEPARTAMENTO DEL CESARAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar no probada la excepción de caducidad propuesta por el
apoderado del Departamento del Cesar, tal como se expuso en la
parte motiva.

00145

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

ELECTRIFICADORA DE SANTANDER MUNICIPIO DE RIO DE ORO - CESARAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la
audiencia inicial
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 4:00 pm. la cual se llevará a
cabo por medio
de la plataforma Lifesize.

00154

Auto fija fecha audiencia y/o diligencia20001 33 33 007

JUAN BAUTISTA - GOMEZ PINEDA LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar probada la excepción de (i) Falta de legitimación por pasiva
del ente territorial, propuesta por la apoderada del Departamento del
Cesar, de conformidad con las consideraciones de este proveído.

00171

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

LILIANA CASTRO NEIRA LA NACIÓN-MINISTERIO DE
EDUCACIÓN-FONDO DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar no probadas las excepciones de (i) Falta de legitimación por
pasiva del ente territorial, y (iv) Caducidad de la acción propuesta
por el Departamento del Cesar, y la excepción de (v) falta de
legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento.

00174

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

MADIS MEZA TORRES HOSPITAL SON ROQUE DEL COPEY -
CESAR

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Admitir la reforma de la demanda presentada por la apoderada de la
parte demandante.00185

Auto resuelve admisibilidad reforma demanda20001 33 33 007

AGUSTIN VALLE QUINTERO MUNICIPIO DE TAMALAMEQUE - CESARAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2021

Declarar no probada la excepción de falta de jurisdicción y
competencia propuesta por la apoderada del Municipio de
Tamalameque conforme las consideraciones expuestas.

00195

Auto Resuelve Excepciones Previas20001 33 33 007

YURLETH CAROLINA ROSADO
ARAUJO

LA NACIÓN-MINISTERIO DE
DEFENSA-POLICIA NACIONAL-MPIO.
MANAURE

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2021

Rechazar la demanda instaurada dentro del medio de control de la
referencia, de conformidad con las consideraciones de este proveído.00303

Auto Rechaza Demanda20001 33 33 007

MANUEL VEGA GUSMAN INSTITUTO PENITENCIARIO Y
CARCELARIO INPEC

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2021

Admítase la presente demanda de reparación directa y notifíquese
personalmente al representante legal de la NACIÓN – MINISTERIO
DE JUSTICIA Y DEL DERECHO - INSTITUTO NACIONAL
PENITENCIARIO Y CARCELARIO.

00307

Auto admite demanda20001 33 33 007

CANDY ROSA MACHADO
GUTIERREZ

ESE HOSPITAL SAN JOSE DE BECERRILEjecutivo 18/02/2022
2022

REMITIR por competencia el presente asunto, al Juzgado Primero
Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar, conforme se
indicó en las consideraciones.

00024

Auto Declara Incompetencia y Ordena Remisión al Competente20001 33 33 007
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MARIA TERESA MORON NUÑEZ NACION-MINEDUCACION-FONDO
NACIONAL DE PRESTACIONES

Acción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2022

Admítase la presente demanda de nulidad y restablecimiento del
derecho y notifíquese personalmente a los representantes legales de la
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.

00026

Auto admite demanda20001 33 33 007

ARNOVIL DE JESUS QUEVEDO
GARCIA

NACION-MINEDUCACION Y OTROSAcción de Nulidad y
Restablecimiento del
Derecho

18/02/2022
2022

Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.00027

Auto inadmite demanda20001 33 33 007

NUBIA DEL CARMEN POLO MEZA MUNICIPIO DE
VALLEDUPAR-CONSORCIO PAVIMENTO
PLAN CENTRO Y OTRO

Acción de Reparación
Directa

18/02/2022
2022

Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.00029

Auto inadmite demanda20001 33 33 007

SECRETARIO

PARA NOTIFICAR A LAS PARTES DE LAS DECISIONES ANTERIORES SE FIJA EL PRESENTE ESTADO EN UN LUGAR PUBLICO Y VISIBLE DE LA SECRETARIA
21/02/2022 EN LA FECHA Y A LA HORA DE LAS 8 A.M. POR EL TERMINO LEGAL DE UN DIA SE DESFIJA EN LA MISMA A LAS 6:00 P.M.

JIMMY JOSE MARTINEZ ROPERO



 

 

                                                                                                                                          

 
JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: DEPARTAMENTO DEL CESAR 
DEMANDADO: LA PREVISORA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2018-00038-00 

 
 
En atención a lo dispuesto por el Tribunal Administrativo del Cesar en el auto de 
fecha 29 de octubre de 2020, mediante el cual revocó en forma parcial el auto 
proferido en audiencia inicial dentro del asunto, se ordena que por secretaría se 
oficien las pruebas decretadas en el inciso segundo del artículo primero del proveído 
de segunda instancia, concediéndole a las partes requeridas el término de cinco 
días para responder. 
 
Cumplido lo anterior, ingrese el expediente al despacho para fijar fecha en que se 
continuará audiencia del artículo 372 del C.G.P 
 
 

 Notifíquese y cúmplase. 
 

 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 
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Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO  
DEMANDANTE: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y 

CARCELARIO 
DEMANDADO: QBE SEGUROS S.A. 
RADICADO:  20-001-33-33-001-2019-00081-00 
 

I. ASUNTO. 
 
Procede el Despacho a decidir si asume el conocimiento del medio de control de 
la referencia, teniendo en cuenta los siguientes 
 

II. ANTECEDENTES. 
 
El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario a través de apoderado judicial. 
presentó proceso EJECUTIVO en contra de QBE SEGUROS S.A,  
                                        

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 155 del C.P.A.C.A en el numeral 7, estableció la competencia de los 
jueces administrativos para conocer los procesos ejecutivos, de la siguiente forma: 

 
“Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos:  
(…) 
7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos 
(1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
(…)” 

 

El artículo 297 ibídem señala que para esta jurisdicción constituyen título ejecutivo 
las sentencias ejecutoriadas mediante las cuales se condene a una entidad 
pública:  
 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, 
constituyen título ejecutivo: 
 
1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública 
al pago de sumas dinerarias. 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al 
pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y exigible. 
3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los 
organismos y entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los 
documentos en que consten sus garantías, junto con el acto administrativo a través 
del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o 
cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten 
obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en 
tales actuaciones. 
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4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, 
en los cuales conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una 
obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la respectiva autoridad 
administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de 
hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar.” (resaltado 
fuera de texto) 
 

Por su parte el artículo 299 ídem menciona que serán ejecutadas ante esta 
jurisdicción las condenas impuestas a entidades públicas. 
 

“ARTÍCULO 299. DE LA EJECUCIÓN EN MATERIA DE CONTRATOS Y DE 
CONDENAS A ENTIDADES PÚBLICAS. Salvo lo establecido en este Código para 
el cobro coactivo a favor de las entidades públicas, en la ejecución de los títulos 
derivados de las actuaciones relacionadas con contratos celebrados por entidades 
públicas, se observarán las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil 
para el proceso ejecutivo de mayor cuantía. 
 
Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago 
de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las 
reglas de competencia contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses 
siguientes a la ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado 
cumplimiento.” (resaltado fuera de texto) 

 
El artículo 306 del C.P.A.C.A. dispone que en los aspectos no regulados en esa 
norma se seguirá por el Código de Procedimiento Civil debiendo entenderse 
Código General del Proceso, y esta norma regula el proceso ejecutivo en el 
artículo 422, el cual dice: 
 

“Artículo 422. Título ejecutivo. Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones 
expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor 
o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de 
otra providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben 
liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás 
documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso de un proceso no 
constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio previsto en el 
artículo 184.”  

 
En la demanda ejecutiva se solicita se libre mandamiento ejecutivo a favor del 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, y en contra de QBE SEGUROS S.A, 
por la suma de $22.802.253.02 correspondiente al capital insoluto derivado de las 
siguientes decisiones proferidas dentro del expediente de reparación directa 20-
001-33-31-001-2011-0143-00: (i) sentencia de fecha 22 de octubre de 2013 
proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del Circuito 
Judicial de Valledupar mediante la cual declaró responsable al INPEC de los 
perjuicios sufridos por el señor Nelson Vega y condenó a QBE SEGUROS S.A. en 
atención a la póliza SOAT 20100001463 que amparaba el vehículo siniestrado, 
que reconociera y pagara los valores resultantes de lucro cesante futuro hasta el 
valor estipulado en la póliza, (ii) sentencia de fecha 19 de junio de 2014 proferida 
por el Tribunal Administrativo del Cesar que confirmó la decisión de primera 
instancia y (iii) decisión de 27 de septiembre de 2016 mediante la cual este 
Despacho estimó la liquidación de condena -lucro cesante futuro- en la suma de 
$22.802.253,02 a cargo del Inpec y a  favor del señor Nelson Vega López; solicita 
además se libre mandamiento de pago por los intereses moratorios causados 
desde que la obligación se hizo exigible y hasta que se verifique el pago, más 
intereses comerciales. 
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El Inpec mediante la resolución 4863 de 22 de diciembre de 2017 da 
cumplimiento a la sentencia del proceso radicado 2011-00143-00 donde es 
demandante el señor Nelsón Vega López y en el artículo sexto ordenó el pago 
correspondiente al lucro cesante futuro y según certificación de 16 de febrero de 
2018 expedida por la Coordinadora del Grupo de Tesorería del Inpec, fue girado 
el monto reconocido en la resolución 4863 (folios 2-6 y 8 del cuaderno 2, conflicto 
de competencia) 
 
En consonancia con lo dispuesto en la normatividad citada el proceso ejecutivo no 
pretende el cobro de una condena impuesta a una entidad del Estado, la cual no 
es exigible porque la liquidación de la condena ya fue asumida por el Inpec, lo que 
pretende el Inpec es efectuar un recobro de una suma de dinero por vía ejecutiva 
a QBE SEGUROS S.A. que tiene como título de recaudo la póliza SOAT 
20100001463 expedida por esa compañía de seguros.  
 
Con fundamento en lo anterior el medio de control de la referencia debe ser 
adelantado y decidido por la jurisdicción ordinaria. Se declarará la falta de 
jurisdicción y competencia de este Despacho. 
 
En mérito de lo expuesto, este Despacho 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Declarar la falta de jurisdicción y competencia de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa para conocer del presente asunto, conforme las 
consideraciones expuestas.  
 
SEGUNDO: Remítase el proceso de la referencia a los Juzgados Civiles 
Municipales de Valledupar, a través de Oficina Judicial para el respectivo reparto, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 138 del C.G.P.  

 

TERCERO: Hacer las anotaciones pertinentes en el Sistema Informático Judicial 
Justicia XXI 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 

 
SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

J7/SPS/amr                                                 Jueza 

 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 ANA ROSA CONTRERAS 
DEMANDADO:                   MUNICIPIO DE MANAURE CESAR 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2019-00282-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 94 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      REPARACIÓN DIRECTA  
DEMANDANTE:                 LIZETH NATALIA CASAS GUTIERREZ Y OTROS 
DEMANDADO:                   NACION –MINISTERIO DE DEFENSA –POLICIA 
NACIONAL 
RADICADO:                       20-001 -33-33-007-2019-00336-00  
  
 
Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandada visible a documento 119 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
De otro lado, se reconoce personería como apoderado del Ministerio de Defensa 
Nacional - Policía Nacional al doctor Miller Alexander Barrera Pinilla, identificada 
con la cédula de ciudadanía No. 91.352.199 y tarjeta profesional 209.382 del C.S.J., 
conforme al poder conferido por el señor Coronel Duglas Alejandro Restrepo Murillo, 
Comandante del Departamento de Policía Cesar. 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 
 

 
SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 

Jueza 
J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 HAYDEE MARÍA MORÓN VALDÉS 
DEMANDADO:                   UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
                                           PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA  
                                           PROTECCIÓN SOCIAL 
RADICADO:                       20-001 -33-33-007-2019-00389-00  
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 115 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
JuezA 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 C.I. PRODECO S.A 
DEMANDADO:                   LA NACIÓN –MINISTERIO DE TRABAJO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00060-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 80 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 LUZ STELLA GUTIERREZ PINEDA 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00159-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 61 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 CARMEN ROSA ORTIZ SUAREZ  
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00193-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 65 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 DIANA SUSANA MORENO CARCAMO 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00194-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 72 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Juez 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 GERMAN JOSÉ MORALES ALVAREZ 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00201-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 70 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Juez 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: MARY ESTHELA SOLANO SOLANO  
DEMANDADO: NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACÍON – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGITERIO – 
MUNICIPIO DE VALLEDUPAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2020-00206-00 
 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones. (documento 22)  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
EL apoderado del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio propuso las 
siguientes excepciones: (i) prescripción (ii) inexistencia del derecho invocado por 
disposición expresa constitucional (iii) improcedencia de la indexación de las sumas 
de dinero pretendidas (iv) improcedencia de la condena en costa (v) innominada o 
genérica.1 
 
Respecto de la excepción de prescripción de los derechos resolverla en esta etapa 

procesal significa hacer un análisis de todas las pruebas que se puedan recaudar 

dentro de este proceso y un análisis del fondo del asunto, por lo tanto, al igual que 

todas las restantes excepciones propuestas, será resuelta al momento de dictar 

sentencia. 

En consecuencia, este Despacho procede a fijar audiencia inicial en los siguientes 

términos: 

Considerando el vencimiento de los términos previstos para contestar la demanda, 

corresponde convocar a las partes a la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial 

el día 9 de marzo de 2022 a las 4:30 p.m., la cual se llevará a través de la plataforma 

que el Consejo Superior de la Judicatura tenga dispuesta para ello. 

Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 

correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 

requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónica 

j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Finalmente, se reconoce personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 

Chaparro identificada con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324.322 del C.S.J., 

conforme al poder conferido que obra a documento 25-26 del expediente digital y 

 
1 Documento 22 

mailto:j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


2 
 

previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama 

Judicial.  

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 

 
J7/SPS/aur 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 ONALBA ROSA MEJIA MARTINEZ 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                            FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                            MAGISTERIO 
RADICADO:                        20-001-33-33-007-2020-00208-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 67 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 MODESTINA CADENA GOMEZ 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                            FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                            MAGISTERIO 
RADICADO:                        20-001-33-33-007-2020-00212-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 62 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 ISABEL CRISTINA RODRIGUEZ PEREZ 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                            FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                            MAGISTERIO 
RADICADO:                        20-001-33-33-007-2020-00222-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 74 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      REPARACION   DIRECTA 
DEMANDANTE:                 FABIAN JOSE GONZALEZ ARIAS Y OTROS 
DEMANDADO:                   NACION –MINISTERIO DE DEFENSA –POLICIA NACIONAL 
RADICADO:                        20-001-33-33-007-2020-00238-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 72 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 EBLYNG JEANE TORRES INFANTE 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL   
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                        20-001-33-33-007-2020-00246-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 72 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 RAUL EDUARDO SALGADO DIAZ 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL   
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00248-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 64 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 WILSON AROCA QUINTERO  
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL   
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00270-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 64 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                                   

 

 

 



Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 89e631f98b6a580c06c1a2210f245a2ee61d552a5153b0dd45c689d4bc402bed

Documento generado en 18/02/2022 10:41:10 AM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 MARTA ROSA CAAMAÑO ARAGON  
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL   
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00273-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 65 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 ISABEL CRISTINA VASQUEZ MEJIA 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
                                           FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL  
                                           MAGISTERIO 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2020-00278-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 57 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: BELCY DEL SOCORRO PALLARES RAMOS  
DEMANDADO: NACIÓN MINISTERIO DE EDUCACÍON – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGITERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2020-00279-00 
 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones. (documento 26)  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
El apoderado del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio propuso las 
siguientes excepciones: (i) prescripción (ii) inexistencia del derecho invocado por 
disposición expresa constitucional (iii) improcedencia de la indexación de las sumas 
de dinero pretendidas (iv) improcedencia de la condena en costa (v) innominada o 
genérica.1 
 
Respecto de la excepción de prescripción de los derechos resolverla en esta etapa 

procesal significa hacer un análisis de todas las pruebas que se puedan recaudar 

dentro de este proceso y un análisis del fondo del asunto, por lo tanto, al igual que 

todas las restantes excepciones propuestas, será resuelta al momento de dictar 

sentencia. 

En consecuencia, este Despacho procede a fijar audiencia inicial en los siguientes 

términos: 

Considerando el vencimiento de los términos previstos para contestar la demanda, 

corresponde convocar a las partes a la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial 

el día 9 de marzo de 2022 a las 5:00 p.m., la cual se llevará a cabo por la Plataforma 

Lifesize.  

Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 

correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 

requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónica 

j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Finalmente, se reconoce personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 

Chaparro identificada con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324.322 del C.S.J., 

conforme al poder conferido que obra a documento 24-25 del expediente digital y 

 
1 Documento 22 

mailto:j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


2 
 

previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama 

Judicial.  

 
Notifíquese y cúmplase. 

 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 

 
J7/SPS/aur 
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Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022). 

 
 
Vista la nota secretarial que antecede y teniendo en cuenta el vencimiento de los 
términos previstos para contestar la demanda, corresponde convocar a las partes a 
la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
 
En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de esta el 7 de 
marzo de 2022, a las 9:00 a.m. la cual se llevará a cabo a través de la plataforma 
que disponga el Consejo Superior de la Judicatura.  
 
Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 
correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 
requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo 
electrónica j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
  

 
Notifíquese y cúmplase. 

  
SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

Jueza  

J7/SPS/aja 
 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y REESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LIGIA ESTHER CORONEL GALLARDO 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO  

RADICADO: 20001-33-33-007-2021-00025-00 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:  ANA LADYS SÁNCHEZ SANTIAGO 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO: 20-001-33-33-007-2021-00033-00 
 

 

De la revisión del expediente, y atención a que no hay excepciones previas 
pendientes por resolver, este Despacho dispone: 

 

1. Tener por no contestada la demanda por parte del Departamento del Cesar, 
debido a que, el doctor RODRIGO ESTEBAN MORON CUELLO no aportó poder 
para actuar dentro del proceso de la referencia.  
 

2. Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos Chaparro 
identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra 
en los documentos 24 - 25 del expediente digital y previa verificación de 
antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 

 

3. Ténganse como pruebas en su alance legal todos los documentos aportados 
con la demanda y su contestación; en consecuencia, se tiene por cerrado el 
período probatorio. 
 

4. En el presente asunto el litigio se fija de la siguiente forma: pretende la parte 
actora que se declare la nulidad del acto ficto configurado el día 17 de julio de 
2020, mediante el cual la entidad accionada, frente a la petición presentada el 
día 17 de abril de 2020, negó el derecho a pagar la sanción por mora a la señora 
Ana Ladys Sánchez Santiago, establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 
2006, la cual equivale a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados 
desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la 
cesantía ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la 
misma. 

 

5. Conforme al inciso segundo del artículo 283 en consonancia con los literales b) 
y c) del numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, se dictará sentencia 
anticipada por cuanto no hay pruebas que practicar, únicamente se solicitó tener 
como pruebas las aportadas con la demanda y las allegadas por la entidad 
accionada y sobre ellas no se ha formulado tacha o desconocimiento. 

 

6. En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar por escrito, 
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de 
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 de 
2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio Público podrá presentar el 
concepto respectivo, si a bien lo tiene. En el término de veinte (20) días 



  

2 
 

siguientes al vencimiento del concedido para presentar alegatos, se dictará 
sentencia. 
 

Notifíquese y cúmplase. 

 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

Jueza  

J7/SPS/aja 

 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:  WALFER DÍAZ SIERRA 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO: 20-001-33-33-007-2021-00035-00 
 

 

De la revisión del expediente, y atención a que no hay excepciones previas 
pendientes por resolver, este Despacho dispone: 

 

1. Tener por no contestada la demanda por parte del Departamento del Cesar, 
debido a que el doctor RODRIGO ESTEBAN MORON CUELLO no aportó poder 
para actuar dentro del proceso de la referencia.  
 

2. Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos Chaparro 
identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra 
en los documentos 26 - 27 del expediente digital y previa verificación de 
antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 

3. Ténganse como pruebas en su alance legal todos los documentos aportados 
con la demanda y su contestación; en consecuencia, se tiene por cerrado el 
período probatorio. 
 

4. En el presente asunto el litigio se fija de la siguiente forma: pretende la parte 
actora que se declare la nulidad del acto ficto configurado el día 2 de julio de 
2020, mediante el cual la entidad accionada, frente a la petición presentada el 
día 2 de abril de 2020, negó el derecho a pagar la sanción por mora al señor 
Walfer Díaz Sierra, establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 2006, la 
cual equivale a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados desde los 
setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía 
ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 

 

5. Conforme al inciso segundo del artículo 283 en consonancia con los literales b) 
y c) del numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, se dictará sentencia 
anticipada por cuanto no hay pruebas que practicar, únicamente se solicitó tener 
como pruebas las aportadas con la demanda y las allegadas por la entidad 
accionada y sobre ellas no se ha formulado tacha o desconocimiento. 

 

6. En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar por escrito, 
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de 
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 de 
2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio Público podrá presentar el 
concepto respectivo, si a bien lo tiene. En el término de veinte (20) días 
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siguientes al vencimiento del concedido para presentar alegatos, se dictará 
sentencia. 
 

Notifíquese y cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

Jueza  
J7/SPS/aja 

 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: NATALY PAULINA FERNÁNDEZ LUNA  
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00047-00 

 
Teniendo en cuenta que la excepción propuesta por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio (documento 18) deben resolverse con la 
sentencia por ser del fondo del asunto, este Despacho conforme con lo señalado en 
el artículo 42 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó a la Ley 1437 de 2011 el 
artículo182A, se dispone: 
 

1. Ténganse como pruebas en su alcance legal todos los documentos aportados 
con la demanda y las contestaciones de esta. En consecuencia, se tiene por 
cerrado el período probatorio. 
 

2. En el presente asunto el litigio se fija de la siguiente forma: La inconformidad 
de la parte actora, radica en la negativa del MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago 
tardío de las cesantías reconocidas mediante el acto administrativo No. 00931 
del 18 de diciembre de 2015. 

 
3. Conforme al numeral 1, literales a) y b) del artículo 182A de la Ley 1437 de 

2011, se dictará sentencia anticipada por tratarse de un asunto de puro derecho 
y que no hay pruebas que practicar.  
 

4. por lo anterior, se correrá traslado para alegar por escrito de conformidad con 
el artículo 181 del C.P.A.C.A., este Despacho concede a las partes el término 
de diez (10) días para alegar de conclusión, oportunidad dentro de la cual el 
Ministerio Público podrá presentar el concepto respectivo, si a bien lo tiene. En 
el término de veinte (20) días siguientes al vencimiento del concedido para 
presentar alegatos, se dictará sentencia. 

 
5. Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos Chaparro 

identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que 
obra en los documentos 19 a 20 del expediente digital y previa verificación 
de antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 

 
 

 

Notifíquese y Cúmplase, 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 
J7/SPS/aur 



Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LUÍS DAVID PITRE MENDOZA 
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP 

RADICADO:  20001-33-33-007-2021-00083-00  
 
Vista la nota secretarial que antecede y teniendo en cuenta que fue allegada la 
respuesta del La Unidad Administrativa especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP (documentos 46-47-48), 
este Despacho ordena correr traslado a las partes por el término de tres (3) días, 
con el fin de que realicen las manifestaciones que crean pertinentes frente a 
respuestas enviadas. 
 

Notifíquese y Cúmplase, 
 

 
  

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/lsd 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

Firmado Por:

 



 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:  BLANCA CECILIA RINCÓN RÍOS 
DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO: 20-001-33-33-007-2021-00092-00 
 

 

De la revisión del expediente, y atención a que no hay excepciones previas 
pendientes por resolver, este Despacho dispone: 

1. Tener por no contestada la demanda por parte del Departamento del Cesar, 
debido a que el doctor RODRIGO ESTEBAN MORON CUELLO no aportó poder 
para actuar dentro del proceso de la referencia.  
 

2. Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos Chaparro 
identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra 
en los documentos 23 - 24 del expediente digital y previa verificación de 
antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 

3. Ténganse como pruebas en su alance legal todos los documentos aportados 
con la demanda y su contestación; en consecuencia, se tiene por cerrado el 
período probatorio. 
 

4. En el presente asunto el litigio se fija de la siguiente forma: pretende la parte 
actora que se declare la nulidad del acto ficto configurado el día 3 de julio de 
2020, mediante el cual la entidad accionada, frente a la petición presentada el 
día 3 de abril de 2020, negó el derecho a pagar la sanción por mora a la señora 
Blanca Cecilia Rincón Ríos, establecida en la Ley 244 de 1995 y Ley 1071 de 
2006, la cual equivale a un (1) día de salario por cada día de retardo, contados 
desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la 
cesantía ante la demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la 
misma. 

 

5. Conforme al inciso segundo del artículo 283 en consonancia con los literales b) 
y c) del numeral 1º del artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, se dictará sentencia 
anticipada por cuanto no hay pruebas que practicar, únicamente se solicitó tener 
como pruebas las aportadas con la demanda y las allegadas por la entidad 
accionada y sobre ellas no se ha formulado tacha o desconocimiento. 

 

En virtud de lo anterior, se correrá traslado a las partes para alegar por escrito, 
concediéndole a las partes el término de diez (10) días para alegar de 
conclusión, de conformidad con lo previsto en el artículo 181 de la Ley 1437 de 
2011, oportunidad dentro de la cual el Ministerio Público podrá presentar el 
concepto respectivo, si a bien lo tiene. En el término de veinte (20) días 
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siguientes al vencimiento del concedido para presentar alegatos, se dictará 
sentencia. 
 

Notifíquese y cúmplase. 

 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

Jueza  
J7/SPS/aja 
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Sandra Patricia Peña Serrano

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero del dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: EFRAÍN CORONEL CORONEL 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
MUNICIPIO DE VALLEDUPAR   

RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00094-00 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones.1  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
Dentro del término para contestar la demanda el apoderado del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio2 propuso como excepciones las de (i) falta de 
integración de litisconsorcio necesario por pasivo, (ii) pago de las cesantías se 
entiende satisfecho en el momento en que se produce el abono en la cuenta, 
independientemente del momento en que esta el valor se retire por el titular del 
derecho, (iii) debido a la inexistencia de moratoria, con corte a 31 de diciembre de 
2019, debe operar la desvinculación del proceso de las entidades que represento, 
(iv) inexistencia actual de la obligación en cabeza de las entidades que represento, 
y a favor del demandante / ausencia actual de objeto litigioso, frente a mis 
representadas / cobro de lo no debido, frente a mis representadas, porque la 
moratoria se genero en 2020, (v) ausencia actual de presupuestos materiales, (vi) 
falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para 
asumir declaraciones y condenas por sanción mora, posteriores al 31 de diciembre 
de 2019, (vii) legitimación exclusiva en la causa por pasiva del ente  territorial, para 
asumir declaraciones y condenas, derivadas de sanción moratoria generadas desde 
el 01 de enero de 2020, (viii) sanción moratoria causada en vigencia del año 2020 
debe ser cancelada por el ente territorial, (ix) cobro de lo no debido, por moratoria 
generada en el año 2020, frente a las entidades que represento, (x) improcedencia 
de la indexación de la sanción moratoria, (xi) no procedencia de la condena en 
costas y (xii) excepción genérica.  
 
En atención a lo anterior, se pronunciará este Despacho frente a la excepción de 
(vi) falta de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, 
para asumir declaraciones y condenas por sanción mora, posteriores al 31 de 
diciembre de 2019; respecto a la excepción de (i) falta de integración de 
litisconsorcio necesario por pasiva. 
 
Frente a este último se negará darle tramite toda vez que mediante auto admisorio 
de la demanda fechado el 11 de mayo de 20213, se ordenó vincular de manera 

 
1 Documento 19 
2 Documento 20 
3 Documento 06 
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oficiosa al Municipio de Valledupar como parte del contradictorio. Las excepciones 
restantes por atacar el fondo del asunto serán resueltas al proferirse una decisión 
que lo resuelva. 
 
Falta de legitimación en la causa por pasiva, para asumir declaraciones y condenas 
por sanción mora, posteriores al 31 de diciembre de 2019 
 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: Indica el apoderado que, 
la entidad que representa, en aquellos eventos en que se declarare la existencia  
de sanción moratoria por el pago tardío de cesantías parciales o definidas a 
docentes, no es responsable del pago de la misma, por cuanto la moratoria se  
generó en vigencia del año 2020, periodo que debe ser asumido por el ente 
territorial, y en ese orden de ideas, en  caso que se declare  la  nulidad de los  Actos 
Administrativos demandados, la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG, se 
halla exenta de  pagar suma alguna y que los días causados desde el 01 de enero 
de 2020, serían responsabilidad del ente territorial.  
 
DESPACHO: Para resolver esta excepción, se trae a colación que el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 91 de 1989, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, cuyos recursos deben ser manejados por una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, quien asume el pago de las prestaciones sociales de los 
docentes; por lo tanto, es con cargo a dicho fondo que se cubren. 
 
Es cierto que de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, la Ley 962 de 2005 
y el Decreto Reglamentario 2831 de 2005, los docentes nacionales y nacionalizados 
deben acudir a las Secretarias de Educación para realizar los trámites relacionados 
con el reconocimiento de sus prestaciones sociales para que estas oficinas elaboren 
y envíen a la encargada del pago los proyectos de actos administrativos que se 
deriven de allí para su revisión y ahí si proceder a su firma, pero de acuerdo a la 
competencia del FOMAG, es este el que tiene bajo su cargo estudiar de fondo si se 
reconocen o pagan las prestaciones solicitadas por los docentes, función 
consagrada como se dijo anteriormente en la Ley 91 de 1989 a cargo del FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por medio de la 
entidad fiduciaria que para tal efecto esté contratada. 
 
Ahora bien, el 25 de mayo de 2019, entró en vigencia la Ley 1955, la cual en su 
artículo 57 ordena:  
 

Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 
y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el 
Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor 
eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, 
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con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo 
debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales 
de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
solo podrán destinarse para garantizar el pago de las prestaciones 
económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados 
y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 
por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 

Quiere decir esto, que, desde la entrada en vigor de la mencionada ley, las 
sanciones por mora que se generen por la demora de la entidad territorial en expedir 
el respectivo acto administrativo estarán a cargo de la misma, por lo que se debe 
tener en cuenta la fecha de la solicitud de cesantías que es la primera actuación 
dentro del trámite de reconocimiento de la prestación, sin que esto quiera decir que 
se excluye a la Fiduprevisora pues es la encargada de hacer los giros, por lo que 
se declara no probada la excepción. 
 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Negar la integración del litisconsorcio necesario por pasiva, propuesto 
por parte del apoderado del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a la parte motiva de este proveído.  
 
SEGUNDO: Declarar no probada la excepción de (vi) falta de legitimación en la 
causa por pasiva, para asumir declaraciones y condenas por sanción mora, 
posteriores al 31 de diciembre de 2019 presentada por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, como quedo dicho.  
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 
Chaparro identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra en los 
documentos 16-17 del expediente digital y previa verificación de antecedentes 
disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 

CUARTO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, ingrese el expediente al 

Despacho para continuar con el trámite. 

 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 

 
J7/SPS/aja 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 ALVARO RAUL QUINTERO FRANCO 
DEMANDADO:                   NACIÓN –MIN DE DEFENSA -EJÉRCITO NACIONAL -CAJA  
                                           DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 
RADICADO:                       20-001-33-33-007-2021-00095-00   
  
 

Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 56 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 

 
 

SANDRA PATRICÍA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/ivm 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero del dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: TILSO ADONAIS GARCIA MOLINA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00099-00 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones.1  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
Dentro del término para contestar la demanda el apoderado del Departamento del 
Cesar, propuso las siguientes excepciones: (i) Falta de legitimación por pasiva del 
ente territorial, (ii) falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva, (iii) falta de 
legitimación material en la causa por pasiva, (iv) caducidad de la acción, (v) cobro 
de lo no debido e inexistencia de la obligación, (vi) genérica2.  
 
El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio3 propuso como 
excepciones las de (i) pago de las cesantías se entiende satisfecho en el momento 
en que se produce el abono en la cuenta, independientemente del momento en que 
esta el valor se retire por el titular del derecho (ii) días de sanción moratoria que 
debe cancelar el FOMAG, son inferiores a los expresados por el demandante, (iii) 
valor total de la presunta moratoria, sería inferior al mencionado por el demandante, 
(iv) cobro de lo no debido, (v) de la improcedencia de la indexación y/o actualización 
monetaria de sanción moratoria, improcedencia de conceda en costas y, (vi) 
excepción genérica.    
 
En atención a lo anterior, se pronunciará este Despacho frente a la excepción de (i) 
Falta de legitimación por pasiva del ente territorial y (iv) caducidad de la acción 
propuesta por el Departamento del Cesar, las restantes por atacar el fondo del 
asunto serán resueltas al proferirse una decisión que lo resuelva. 
 
Falta de legitimación en la causa por pasiva 
 

Departamento del Cesar: Señala la apoderada que, el pago de prestaciones 
sociales de los docentes es propio y exclusivo de la FIDUPREVISORA S.A. y que 
en aras de la cooperación fueron facultados por el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005 y el Decreto 2831 de 2005 a expedir los actos administrativos de 
reconocimiento de cesantías. 
 

 
1 Documento 32 
2 Documento 29 
3 Documento 24 
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Indica que el FOMAG, es una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica 
consistente en un patrimonio autónomo cuyos recursos están destinados a pagar 
las prestaciones que los entes territoriales reconocen a la planta de docentes, por 
lo que puede verse que el Departamento del Cesar solo es gestora para agilizar los 
trámites, y solicita se declare la falta de legitimación en la causa. 
 
DESPACHO: Para resolver esta excepción, se trae a colación que el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 91 de 1989, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, cuyos recursos deben ser manejados por una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, quien asume el pago de las prestaciones sociales de los 
docentes; por lo tanto, es con cargo a dicho fondo que se cubren. 
 
Es cierto que de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, la Ley 962 de 2005 
y el Decreto Reglamentario 2831 de 2005, los docentes nacionales y nacionalizados 
deben acudir a las Secretarias de Educación para realizar los trámites relacionados 
con el reconocimiento de sus prestaciones sociales para que estas oficinas elaboren 
y envíen a la encargada del pago los proyectos de actos administrativos que se 
deriven de allí para su revisión y ahí si proceder a su firma, pero de acuerdo a la 
competencia del FOMAG, es este el que tiene bajo su cargo estudiar de fondo si se 
reconocen o pagan las prestaciones solicitadas por los docentes, función 
consagrada como se dijo anteriormente en la Ley 91 de 1989 a cargo del FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por medio de la 
entidad fiduciaria que para tal efecto esté contratada. 
 
Ahora bien, el 25 de mayo de 2019, entró en vigencia la Ley 1955, la cual en su 
artículo 57 ordena:  
 

Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 
y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el 
Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor 
eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, 
con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo 
debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales 
de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
solo podrán destinarse para garantizar el pago de las prestaciones 
económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados 
y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 
por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
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Quiere decir esto, que, desde la entrada en vigencia de la mencionada ley, las 
sanciones por mora que se generen por la demora de la entidad territorial en expedir 
el respectivo acto administrativo estarán a cargo de la misma, por lo que se debe 
tener en cuenta la fecha de la solicitud de cesantías que es la primera actuación 
dentro del trámite de reconocimiento de la prestación. 
 
Ahora encuentra el Despacho que, la petición de reconocimiento de cesantías se 
presentó ante el Departamento del Cesar, el día 5 de julio de 2018, (ver folio 22-23 
documento 02) es decir, antes de la entrada en vigencia la Ley 1955 de 2019, por 
lo que resulta válida la desvinculación del Departamento del Cesar (Secretaría de 
Educación) como parte del contradictorio, en consecuencia, se declarará como 
probada la excepción de falta de legitimación por pasiva del ente territorial 
presentada por el Departamento del Cesar. 
 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Declarar probada la excepción de (i) Falta de legitimación por pasiva del 
ente territorial, propuesta por la apoderada del Departamento del Cesar, de 
conformidad con las consideraciones de este proveído. 
 
SEGUNDO: Reconocer personería para actuar a la doctora Ana Maria Vanegas 
Bolaño identificada con la C.C. No. 1.065.655.587 y T.P. 326.762 del C.S.J., como 
apoderada del Departamento del Cesar, conforme al poder conferido que obra a 
documentos 20-21 y previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página 
web de la Rama Judicial. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 

Chaparro identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 

apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra en los 

documentos 25-26 del expediente digital y previa verificación de antecedentes 

disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 

 

CUARTO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, ingrese el expediente al 

Despacho para continuar con el trámite. 

 
. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 

 
J7/SPS/aja 
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Juez
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

MEDIO DE CONTROL:      REPARACIÓN DIRECTA  
DEMANDANTE:             JEAN CARLOS RODRÍGUEf5Z MORALES Y OTROS  
DEMANDADO:   NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO  

NACIONAL  
RADICADO:   20001-33-33-007-2021-00115-00 
 
Teniendo en cuenta el vencimiento de los términos previstos para contestar la 
demanda, corresponde convocar a las partes a la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial 
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 3:00 pm. la cual se llevará a cabo a través de 
la plataforma Lifesize. 
 
Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 
correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 
requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónica 
j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/aur 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
 
MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:                 IBETH SURLEY GUTIERREZ JIMENEZ – DUGAR GERMAN  
                                           GUERRERO OROZCO 
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Como lo establece el artículo 243 de la ley 1437 de 2011, por haber sido interpuesto 
y sustentado dentro del término de ley, se concede en el efecto suspensivo el 
recurso de apelación presentado por la parte demandante visible a documento 43 
del expediente, contra la sentencia de fecha dieciséis (16) de diciembre del 2021.  
 
Por Secretaría remítase el expediente a la Oficina Judicial de esta ciudad para que 
se efectúe reparto entre los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar. 
 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: MARTHA LUCÍA FLÓREZ Y OTROS 
DEMANDADO: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00132-00 

 
I. ASUNTO 

 
Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el doctor 
Jorge Leonardo Rivera Méndez en contra del auto de fecha 3 de diciembre de 2021, 
previa verificación de la procedencia y oportunidad de dicho recurso y del de 
apelación interpuesto en subsidio de aquel.  
 
La foliatura a que se haga referencia a lo largo de este proveído corresponde al 
expediente digital. 

 
II. ANTECEDENTES. 

 
2.1. El auto recurrido. 

 
Mediante auto de fecha 3 de diciembre de 2021, se tuvo por no contestada la 
demanda por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar toda vez que el 
doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez no acreditó en forma inequívoca que el 
representante legal de esa entidad le hubiera concedido poder, además se fijó fecha 
para celebración de la audiencia inicial. 
 
2.2. Los recursos interpuestos. 
 
Contra el auto anterior, el doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez interpuso recurso 
de reposición en subsidio apelación, a través de memorial allegado al buzón 
electrónico el 10 de diciembre de 2021.  
 

III. TRÁMITE PROCESAL. 
 
Del recurso interpuesto se corrió traslado a los demás sujetos procesales1 y ninguno 
hizo pronunciamiento al respecto. 
 

IV. CONSIDERACIONES. 
 
4.1. Procedencia y oportunidad del recurso de reposición. 
 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021, el recurso interpuesto es procedente. 
 
En cuanto a la oportunidad, tenemos que el auto recurrido fue notificado por estado 
electrónico el 7 de diciembre de 2021, en virtud a lo dispuesto en el artículo 205 de 
la Ley 1437 de 2011 se entiende surtida la notificación el día 10 de diciembre de 
2021 y de conformidad con el artículo 318 del C.G.P.2 la parte interesada debía 

 
1 Documento 29 
2 En concordancia con el numeral 2 del artículo 205 del C.P.A.C.A. 
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interponer el recurso de reposición contra dicho auto dentro de los 3 días siguientes 
a su notificación, esto es, durante el período comprendido entre el 13, 14 y 15 de 
diciembre de 2021, por lo que al ser radicado el 10 de diciembre de 2021 fue 
interpuesto en forma oportuna. 
 
4.2. Sustentación del recurso 
 
El doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez manifestó que por el hecho que no anexe 
el correo o el pantallazo del correo del director regional del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar donde se le otorga el poder, no significa que no haya existido el 
mensaje de datos, prueba de ello es que anexa al recurso el correo que da fe del 
cumplimiento de ese requisito, además que los actos administrativos que haya 
expedido el empleado que cumple con los requisitos para el ejercicio del empleo, 
se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, alega como válido tener en cuenta que a la fecha de la 
presentación de la demanda e incluso en la actualidad ostenta el cargo de 
profesional universitario grado 07 del grupo jurídico de la regional del ICBF y que 
entre otras ejerce la función de: representar al ICBF en las diligencias y trámites de 
carácter extrajudicial, judicial y administrativo, en las cuales deba ser parte la 
regional y mantener actualizada la información sobre el estado de las demandas 
instauradas a favor o en contra de la Entidad, por lo que resulta valido conjeturar 
que en la demanda seguida contra ICBF Regional Cesar no tenía la necesidad de 
allegar el pantallazo a que se refiere el auto recurrido para acreditar el poder recibido 
por el representante legal de la entidad el cual reposa en la contestación de la 
demanda remitida al juzgado y en esa fecha se encontraba plenamente facultado 
para ejercer la defensa de los intereses del ente accionado. 
 
Alega además que dentro del expediente judicial conocido por este Despacho con 
radicado 20-001-33-33-007-2021-00307-00, seguido por Manuel De Jesús Vega 
Guzmán y Otros contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario se inadmitió 
la demanda y se le concedió a la demandante un término de 10 días para que 
corrigiera el defecto señalado, lo que evidencia entonces un desequilibrio entre las 
partes procesales las cuales deben tener las mismas oportunidades procesales 
para la realización plena de sus garantías.  
 
4.3. Pronunciamiento del Despacho. 
 
En atención a los argumentos expuestos por el recurrente, es menester señalar que 
con la exigencia que trae el artículo 5 del Decreto 806 no se está desconociendo el 
derecho de postulación previsto en la norma y tampoco la forma de ejercer ese 
derecho de postulación, simplemente se requiere el cumplimiento de requisitos 
formales que los operadores judiciales están en la obligación de exigir y el 
recurrente como abogado en representación de una de las partes, en la obligación 
de acatar, sin que ello lleve envuelto el desconocimiento de los derechos a la 
igualdad, contradicción y debido proceso de la entidad accionada, pues los términos 
procesales son perentorios y de obligatorio cumplimiento, como lo es el plazo con 
que cuenta la parte accionada para dar contestación a la demanda que lleva 
aparejado el cumplimiento de unos requisitos formales que deben acreditarse 
dentro de ese mismo plazo y a cuyo vencimiento la opción que tiene el Juez es tener 
por contestada o no la demanda, sin que la ley procesal lo faculte siquiera para 
concederle plazos de subsanación en caso que se adolezca de algún requisito 
formal o tomar otra decisión, mientras la ley procesal se encuentra positivizada la 
opción que tiene el Juez es darle aplicación al igual que las partes y sus 
representantes. Entonces, no es posible conceder términos procesales no 
contemplados en la ley. 
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Resulta inadmisible afirmar que cuando el fallador profiere una decisión acatando 
una norma procedimental vulnera derechos sustanciales de alguna de las partes, 
pues velar por su cumplimiento es precisamente una exigencia del ejercicio de la 
función pública de administrar justicia, pero en caso de encontrar que así sea, esa 
vulneración sería adjudicable al legislador más no a la autoridad judicial que vela 
por el cumplimiento de la normatividad sustancial y procesal como lo exige la función 
pública de administrar justicia. 
 
Tal como se hiciera en el auto recurrido, el Despacho le reitera a la recurrente que 
la interpretación del requisito para otorgar poder no es invención o creación de esta 
falladora, pues fue la Corte Suprema de Justicia a través de su jurisprudencia – la 
que además se cita en el auto recurrido- quien quiso superar las múltiples 
interpretaciones y disonancias al momento de aplicar la norma dictada para 
favorecer el uso de las tecnologías de la información y beneficiar el acceso a la 
administración de justicia de las parte interesadas en el marco de la emergencia 
sanitaria por la Covid-19.  
 
Nunca será un abuso la aplicación de las normas procedimentales, pero lo que si 
existe en este debate es precisamente una errónea interpretación de las medidas 
adoptadas por la Covid-19 por parte del togado recurrente, pues precisamente el 
artículo 5 del Decreto 806 de 2000 lo que pretendió fue conjurar la crisis creando un 
mecanismo que reemplazara la diligencia de autenticación en notaría y/o 
dependencia con similares facultades, precisamente esa medida es el envío del 
poder con antefirma y la transmisión mediante  mensaje de datos; medida que ante 
los ojos de esta falladora reduce trámites, costos y evita el contagio por exposición 
al virus COVID-19 de los sujetos procesales; cosa distinta es que se pretenda la no 
exigencia de requisitos formales lo cual escapa del radio de acción de cualquier 
Juez de la República, pues se insiste, la norma se aplica bajo el sentido literal de la 
misma y de los criterios auxiliares de interpretación cuando se presentan dudas 
como en el caso en debate. 
 
Al hacer nuevamente una revisión de la contestación de la demanda y de los anexos 
de ese escrito, encontramos que en el folio 16 del documento 26 del expediente 
digital reposa memorial a través del cual se pretende acreditar que el señor Gabriel 
Enrique Catilla Castillo en calidad de director de la Regional Cesar del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar le confiere poder para actuar en ejercicio del 
medio de control de la referencia al doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez, 
documento en el que contrario a lo manifestado por el doctor Rivera dentro del 
recurso interpuesto, no se hace mención a que él desempeñe el cargo de 
profesional universitario grado 07 del grupo jurídico de la regional del ICBF y que 
tuviera a su cargo la función de representar al ICBF en las diligencias y trámites de 
carácter extrajudicial, judicial y administrativo, en las cuales deba ser parte la 
regional y mucho menos mantener actualizada la información sobre el estado de las 
demandas instauradas a favor o en contra de la Entidad, función esta última que sin 
lugar a dudas pese a tenerla no lo faculta para representar judicial o 
extrajudicialmente al ente accionado y del cual dice estar vinculado en planta de 
personal, pues contrario a ello el doctor Gabriel Castilla en calidad de director 
regional del ICBF supuestamente le otorga poder teniendo en consideración 
netamente su calidad de abogado no de funcionario de planta.  
 
Todo ello desvirtúa en forma absoluta que para la fecha en que se radicó memorial 
de contestación de la demanda, el doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez acreditó 
en forma inequívoca que el señor Gabriel Enrique Catilla Castillo en calidad de 
director de la Regional Cesar del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar le haya 
otorgado poder, tal como se dijo en el auto recurrido. 
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El Tribunal Administrativo del Cesar en decisión adoptada el 24 de junio de 2021 
dentro de la acción de tutela con radicado 20-001-23-003-000-2021-00195-00 
siendo accionante el doctor Jaime Alfonso Castro Martínez y accionado este 
Despacho, con ponencia del magistrado Carlos Alfonso Guechá Medina no tuteló 
los derechos constitucionales que consideraba infringidos el accionante con una 
fundamentación fáctica igual a la que motivó el auto recurrido en este medio de 
control, para el efecto se citan apartes de la mencionada providencia seguidamente: 
 

“De acuerdo con lo señalado, se concluye que, ante la falta de otorgamiento de 
poderes especiales en debida forma, por parte del demandante, señor Jaime Alfonso 
Castro Martínez, para ser representado dentro del proceso ejecutivo, es imposible 
acreditar la legitimación para actuar en nombre de aquel, dentro del trámite del 
proceso ejecutivo No. 20001-33-31-006-2011-00318-00, al abogado Virgilio Alfonso 
Sequeda Martínez.  
 
Por tal motivo, tal como lo adujo el Juzgado accionado era indispensable que el 
abogado señor Virgilio Alfonso Sequeda Martínez, allegara a ese despacho el poder, 
con el lleno de los requisitos legales, los cuales respecto a esta situación en particular 
el H. Consejo de Estado, ha establecido que bien puede ser otorgado de manera 
presencial, con presentación personal; o acogiéndose al Decreto 806 de 2020, ultimó, 
para el cual deberá acreditar que el mencionado poder especial ha sido otorgado 
mediante mensaje de datos, —a modo de ejemplo, con el pantallazo del envío del 
poder a través de correo electrónico, o constancia de envío a través de fax, etc.—3.  
En relación con lo expuesto, destaca la Sala que el escenario natural para 
salvaguardar los derechos fundamentales presuntamente vulnerados al accionante 
era el mismo proceso ejecutivo donde éste, en su calidad de tercero interviniente, 
tuvo la oportunidad de subsanar el error advertido por el Juzgado, sencillamente 
remitiendo el poder desde su cuenta de correo al Juzgado de conocimiento o dirigir 
el mensaje de datos a su abogado de confianza para que lo representara 
nuevamente, situación que aún ni en esta instancia constitucional se ha demostrado.  
 
Lo anterior significa, que al accionante no se le vulneraron los derechos 
fundamentales alegados, toda vez que, el juzgado lo que hizo fue exigir el 
cumplimiento de las normas procesales que establecen los requerimientos, en cuanto 
al otorgamiento y presentación de los poderes especiales para cualquier actuación 
judicial, o lo que es lo mismo, dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 74 del 
C.G.P., y el Decreto 806 de 2020.  
 
Por las anteriores razones, se descarta cualquier vulneración al debido proceso, al 
ejercicio de la defensa técnica y al acceso afectivo a la administración de justicia, 
pues la falencia advertida en el otorgamiento y/o presentación de poder, resulta ser 
una exigencia amparada en el cumplimiento de una norma procesal, la que de 
ninguna manera se puede considerar como arbitraria o vulneradora de derecho 
fundamental alguno, dado lo imperativo de las mismas.  
 
Con todo, se tiene que es fácil concluir que el Juzgado accionado no incurrió en el 
defecto procedimental endilgado, ni mucho menos en un defecto fáctico, pues se 
insiste que su actuación no fue caprichosa, arbitraria ni contraria al ordenamiento 
jurídico. En tanto, se descarta que haya incurrido en una vía de hecho que llevara a 
la procedibilidad la presente acción de tutela.  
 
En consecuencia, la Sala negará esta acción de tutela.” 

 

 
3 Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección A Consejero Ponente: Dr. Rafael Francisco Suárez 

Vargas, sentencia de 1° de diciembre de dos mil veinte (2020). Referencia: Acción De Tutela. Radicación: 
11001-03-15-000-2020-04795-00. Demandante: María Adíela Agudelo Bermúdez y Otros. Demandado: 
Tribunal Administrativo de Caldas.   
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En reciente pronunciamiento de fecha 20 de agosto de 2021, la Sección Primera del 
Consejo de Estado con ponencia del Magistrado Oswaldo Giraldo López, confirmó 
la anterior decisión y de su fundamentación destaca el Despacho4: 

 
“Sin embargo, analizados los argumentos en que se sustenta el defecto procedimental 
alegado, la Sala advierte que no apuntan a indicar que el funcionario judicial se apartó 
del procedimiento establecido en la ley para el trámite del proceso ejecutivo o que se 
apegó de manera excesiva y absoluta al procedimiento generando un obstáculo para 
la eficacia del derecho sustancial o que su actuación constituyera una clara 
denegación de justicia. 
 
Por el contrario, revisado el expediente ordinario, se observa que no se ha incurrido en 
ningún vicio de esa naturaleza, pues el proceso se adelantó conforme a la ley; esto es, 
se tramitó ante el juez competente, se agotaron las etapas procesales propias del 
proceso ordinario y las decisiones adoptadas en él se fundamentaron en derecho. 
 
En criterio de la Sala el estudio efectuado por la autoridad judicial accionada es 
razonable. En efecto, como se advierte de las consideraciones atrás transcritas, el 
Juez Séptimo Administrativo de Valledupar, en las providencias cuestionadas, luego 
de constatar el incumplimiento de lo previsto por el artículo 5.º del Decreto 806 de 
2020, concluyó que no era posible reconocer personería para actuar al apoderado 
judicial de la parte actora, por lo que se abstuvo de tramitar el recurso inicialmente 
presentado. 
 
Para el Juzgado no se trata de que la norma en cuestión exija “[…] al abogado que 
remita el poder suscrito de puño y letra del mandatario o con autenticaciones o nota 
de presentación personal pero sí es necesario acreditar que el poderdante lo remitió 
a su apoderado mediante mensaje de datos que puede ser para el caso en concreto 
un intercambio de correo electrónico remitido directamente a esta autoridad judicial 
o al buzón del abogado al que se le confiere poder, para que este a su vez lo remita 
a este Despacho […]”. 
 
Además, explicó con claridad las razones por las cuales no acogió la tesis de  la parte 
actora referente a que “[…] las medidas adoptadas para mitigar los efectos de la 
pandemia no pueden convertirse en un obstáculo para la efectividad de la 
administración de justicia, abusando de tales herramientas, para impedir el acceso a 
una justicia pronta y efectiva […]”, señalando al respecto, de manera fundada, que 
no es un abuso la aplicación de las normas procedimentales, por medio de las cuales 
precisamente lo que se pretendió fue conjurar la crisis creando un mecanismo que 
reemplazara la diligencia de autenticación en notaría, “[…] precisamente esa medida 
es el envío del poder con antefirma y la transmisión mediante mensaje de datos […]”. 
 
En todo caso, para la Sala es necesario precisar que, si bien de las consideraciones 
expuestas por la Corte Constitucional en la sentencia C-420 de 2020, que efectuó el 
control de constitucionalidad del Decreto 806 de 2020, se desprende que la referida 
norma implementó una medida temporal con tres cambios a la forma en que se 
otorgan poderes especiales, a saber, (1) estableció una presunción de autenticidad; 
(2) eliminó el requisito de presentación personal; y (3) eliminó la firma digital en los 
poderes conferidos mediante mensaje de datos, lo cierto es que resaltó que el artículo 
5.º del Decreto mencionado contenía “[…] medidas orientadas a identificar al 
otorgante y garantizar la autenticidad e integridad del mensaje de datos mediante el 
cual se confiere el poder, en tanto exige que (i) los poderes otorgados por personas 
inscritas en el registro mercantil envíen el poder desde la dirección inscrita en la 
respectiva Cámara de Comercio para efectos de notificaciones judiciales, y que (ii) el 
poderdante indique la dirección del correo electrónico del apoderado al que le 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 20 de agosto de 2021, acción de tutela, 
radicación: 20001-23-33-000-2021-00195-01. Demandante: Jaime Alfonso Castro Martínez. Demandado: Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar. M.P.: Oswaldo Giraldo López. Tema: No incurren en defecto procedimental las providencias 
que, en aplicación del artículo 5.º del Decreto 806 de 2020, exigieron prueba del otorgamiento del poder especial por medio 
de mensaje de datos. 
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confiere el poder, la cual debe coincidir con la que este inscribió en el Registro 
Nacional de Abogados. En cualquier caso, las medidas que prescribe el artículo son 
facultativas por lo que, los poderes especiales se pueden seguir otorgando conforme 
a las normas del CGP […]”.(resaltado del texto original) 
 
Razón por la cual, resulta razonable la lectura efectuada por el Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar al artículo 5º del Decreto 806 de 2020, con sustento en 
la cual requirió prueba de la remisión por medio de mensaje de datos del poder 
especial que otorgó el señor Jaime Alfonso Castro al abogado Virgilio Alfonso, como 
medio para identificar al otorgante y garantizar la integridad y autenticidad del poder 
especial. 
(…)  
En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia del 24 de junio de 2021, mediante 
la cual el Tribunal Administrativo del Cesar negó el amparo solicitado, en 
consideración a que las providencias cuestionadas no incurrieron en defecto 
procedimental.” (sic) (resaltado fuera de texto) 

 
De conformidad con lo anterior, El Despacho no repondrá el auto recurrido, pues 
como la manifestó en dicha providencia, para la fecha no se encontraban 
satisfechos los requisitos para el otorgamiento del poder en vigencia de las normas 
dictadas con ocasión de la pandemia que por la Covid - 19 actualmente atraviesa el 
mundo entero. 
 
Por último, se tiene que mediante el correo de fecha 10 de diciembre con el cual se 
radicó el recurso de reposición en contra del auto de 3 de diciembre de 2021, en el 
documento 28 se aportó el memorial a través del cual el director del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar le otorgó poder al abogado Jorge Leonardo 
Rivera Méndez para que asuma los intereses de esa entidad, con el lleno de los 
requisitos vigentes para la época, motivo por el cual a partir de la fecha se le 
reconocerá personería para actuar. 
 
4.4. Procedencia y oportunidad del recurso de apelación. 
 
De conformidad con el artículo 243 del C.P.A.C.A., el recurso de apelación en contra 
del auto de fecha 3 de diciembre de 2021, no es procedente. 
 
En virtud de lo anterior, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: No reponer el auto de fecha 3 de diciembre de 2021, mediante el cual 
el Despacho tuvo por no contestada la demanda por parte del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar y fijó fecha para celebrar audiencia inicial, de conformidad con 
las consideraciones expuestas.   
 
SEGUNDO: Rechazar por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el 
doctor Jorge Leonardo Rivera Méndez en contra del auto de 3 de diciembre de 2021, 
conforme se expuso en las consideraciones.  
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al doctor Jorge Leonardo Rivera 
Méndez identificado con la C.C. 1.068.387.330 y T.P. 280.545 del C.S. de la J. en 
calidad de apoderado del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar conforme al 
poder conferido, previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página web 
de la Rama Judicial. 
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 CUARTO: Ejecutoriado este auto, ingrese el expediente al despacho para fijar 
nueva fecha para llevar a cabo audiencia inicial. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                Jueza 
 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: CARLOS SANTIAGO HERNÁNDEZ 
DEMANDADO: INSTITUTO MUNICIPAL DE TRÁNSITO Y 

TRANSPORTE DE AGUACHICA 
RADICADO: 20001-33-33-007-2021-00138-00 

 
 
Teniendo en cuenta la respuesta al requerimiento ordenado en auto de fecha (31) 
de enero de 2022, al director del Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de 
Aguachica, en el que indica mediante escrito del (8) de febrero de 2022, que no 
tenía conocimiento de las solicitudes realizadas por el despacho, debido a que no 
le fue entregado el reporte de las actividades efectuadas en cada proceso por la 
persona encargada, y solicita una prórroga. 
 
En consecuencia, se concede el término de cinco (5) días perentorios para allegar 
las respuestas. 
 
 

Notifíquese y Cúmplase, 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/lsd 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:             ALDO GUILLERMO LÓPEZ PALLARES   
DEMANDADO:   FONDO DE PASIVOS SOCIAL FERROCARRILES 

NACIONALES DE COLOMBIA   
RADICADO:   20001-33-33-007-2021-00139-00 
 
Teniendo en cuenta el vencimiento de los términos previstos para contestar la 
demanda, corresponde convocar a las partes a la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial 
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 3:30 pm. la cual se llevará a cabo por medio 
de la plataforma Lifesize.  
 
Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 
correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 
requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónica 
j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/aur 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LUÍS EDUARDO FONTALVO 
DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL CESAR 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00145-00 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme al parágrafo 2º del artículo 175 
de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas, 
verificado que se corrió traslado de dichas excepciones1. 
 
La foliatura o numeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
El Departamento del Cesar contestó la demanda y propuso las siguientes 
excepciones. 
 
1. Caducidad. 
 
Indica el apoderado del Departamento del Cesar, sin que con ello se reconozca 
hecho o pretensión alguna a favor del demandante, que conforme al inciso 2 del 
artículo 138 del C.P.A.C.A. operó la caducidad de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, debido a que el acto acusado se produjo el 4 de 
diciembre de 2020, fue notificado en la misma fecha y la demanda fue radicada el 
16 de junio de 2021 cuando ya había fenecido dicho término. 
 
Pronunciamiento del Despacho: La caducidad de la acción es un presupuesto para 
acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y consiste en la 
expiración del tiempo concedido por la ley al particular para que pueda reclamar 
sus derechos, independiente de los motivos que conllevan a instaurar la demanda, 
siendo entonces una sanción instituida por el legislador en los eventos en que 
determinadas acciones judiciales no se ejercen dentro del término específico 
establecido en la ley, afectándose de esta manera el derecho sustancial que se 
busca con su ejercicio.  
 
Con relación al término de caducidad del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho, el literal d) del numeral 2 del artículo 164 de la Ley 
1437 de 2011, establece que: 
 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…) 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día 

 
1 Documento 28 
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siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto 
administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales;(…)” 

 
En el presente asunto, la parte actora pretende se declare la nulidad del oficio 
de 4 de diciembre de 2020 mediante el cual el jefe de la Oficina Asesora 
Jurídica de la Gobernación del Cesar negó la existencia de una relación laboral 
con el demandante a raíz de su vinculación como mensajero mediante contrato 
de prestación de servicios. 
 
Pues bien, a folios 10-11 de la demanda reposa la copia del acto administrativo 
acusado de fecha 4 de diciembre de 2020 y en el folio 13 la notificación efectuada 
en la misma fecha mediante correo electrónico, entonces el término para 
demandar su nulidad comenzó a correr del 5 de diciembre de 2020 al 5 de abril de 
2021. 
 
De otro lado el numeral 1º del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, modificado por 
el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021 prevé como requisito previo para demandar 
ante esta jurisdicción que cuando el asunto sea conciliable, “(…) el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda 
en la que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del 
derecho (…)”; y el inciso segundo de ese mismo numeral dispone como 
facultativo el agotamiento del requisito de procedibilidad en los asuntos laborales, 
no obstante si el trámite se inicia suspende la caducidad. 
 
Continuando con el análisis, tenemos que la Ley 640 de 2001, en su artículo 21, 
contempla la suspensión de la caducidad: “(…)La presentación de la solicitud de 
conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o 
hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea 
exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2o. de 
la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el 
artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será 
improrrogable. (…)”. 
 
En concordancia con la anterior, tenemos entonces el artículo 2 ibídem, que 
señala “(…) CONSTANCIAS. El conciliador expedirá constancia al interesado en la que 
se indicará la fecha de presentación de la solicitud y la fecha en que se celebró la 
audiencia o debió celebrarse, y se expresará sucintamente el asunto objeto de 
conciliación, en cualquiera de los siguientes eventos: (…)1.  Cuando se efectúe la 
audiencia de conciliación sin que se logre acuerdo. (…)”.  

 
Según consta en el folio 51 la parte actora el 5 de abril de 2021 radicó ante la 
Procuraduría General de la Nación solicitud o convocatoria de conciliación al 
Departamento del Cesar, es decir en la fecha extrema para que operara la 
caducidad del medio de control que accionó, quedándole entonces un solo día 
para demandar una vez se expida el acta conciliatoria o la respectiva constancia o 
hasta que venzan los tres meses previstos en la norma citada. La diligencia fue 
celebrada el 3 de junio de 2021 y ese mismo día fue expedida el acta (folios 51-55 
de la demanda). 
 
Al verificar en los anexos, se encuentra que la demanda fue radicada en Oficina 
Judicial a través de correo electrónico el 4 de junio de 2021 como consta en el 
documento 4, aunque el acta que expide la oficina de reparto es de 16 de junio de 
2021 (documento 3), se tiene en cuenta la fecha de radicación del medio de 
control por mensaje de datos.  
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0640_2001.html#2
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En virtud de lo anterior no hay caducidad del medio de control. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Declarar no probada la excepción de caducidad propuesta por el 
apoderado del Departamento del Cesar, tal como se expuso en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: Reconocer personería para actuar al doctor Camilo Andrés Rangel 
Rodríguez identificado con la C.C. 1.098.644.497 y T.P. 288.550 del C.S. de la J., 
como apoderado del Departamento del Cesar conforme al poder conferido, previa 
verificación de antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 
TERCERO: Una vez ejecutoriado el presente proveído, continúese con el trámite 
que corresponda. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 

Firmado Por:
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE:             ELECTRIFICADORA DE SANTANDER  
DEMANDADO:   MUNICIPIO DE RIO DE ORO    
RADICADO:   20001-33-33-007-2021-00154-00 
 
Teniendo en cuenta el vencimiento de los términos previstos para contestar la 
demanda, corresponde convocar a las partes a la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.  
 
En consecuencia, se fija como fecha y hora para la celebración de la audiencia inicial 
el día nueve (9) de marzo de 2022 a las 4:00 pm. la cual se llevará a cabo por medio 
de la plataforma Lifesize.  
 
Una vez sea notificado este auto, será remitido el enlace para la audiencia a los 
correos electrónicos que se encuentren consignados en el expediente; en caso de 
requerir alguna aclaración podrá dirigirse a la siguiente dirección de correo electrónica 
j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 

Notifíquese y Cúmplase 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

J7/SPS/aur 

 

 

 

 

mailto:j07admvalledupar@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 7b42016b312f8e4c81d6fc8de5e93471acfba359e63d06ba27debcbcf9ac42e1

Documento generado en 18/02/2022 11:29:46 AM

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

                                                                                                                                          

 
 

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero del dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: JUAN BAUTISTA GOMEZ PINEDA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00171-00 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones.1  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
Dentro del término para contestar la demanda el apoderado del Departamento del 
Cesar, propuso las siguientes excepciones: (i) Falta de legitimación por pasiva del 
ente territorial, (ii) falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva, (iii) falta de 
legitimación material en la causa por pasiva, (iv) caducidad de la acción, (v) cobro 
de lo no debido e inexistencia de la obligación, (vi) genérica2.  
 
El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio3 propuso como 
excepciones las de (i) prescripción extintiva del derecho a la sanción mora, (ii) 
improcedencia de condena en costas y, (iii) genérica.  
 
En atención a lo anterior, se pronunciará este Despacho frente a la excepción de (i) 
Falta de legitimación por pasiva del ente territorial y (iv) caducidad de la acción 
propuesta por el Departamento del Cesar; las restantes por atacar el fondo del 
asunto serán resueltas al proferirse una decisión que lo resuelva, incluyendo la de 
(i) prescripción extintiva del derecho a la sanción por mora propuesta el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, que aunque comporta el carácter 
de previa, su suerte depende de la decisión que se adopte. 
 
Falta de legitimación en la causa por pasiva del ente territorial  
 

Departamento del Cesar: Señala que el pago de prestaciones sociales de los 
docentes es propio y exclusivo de la FIDUPREVISORA S.A. y que en aras de la 
cooperación fueron facultados por el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 y el Decreto 
2831 de 2005 a expedir los actos administrativos de reconocimiento de cesantías. 
 
Indica que el FOMAG, es una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica 
consistente en un patrimonio autónomo cuyos recursos están destinados a pagar 
las prestaciones que los entes territoriales reconocen a la planta de docentes, por 

 
1 Documento 26 
2 Documento 25 
3 Documento 20 
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lo que puede verse que el Departamento del Cesar solo es gestora para agilizar los 
trámites, y solicita se declare la falta de legitimación en la causa. 
DESPACHO: Para resolver esta excepción, se trae a colación que el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 91 de 1989, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, cuyos recursos deben ser manejados por una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, quien asume el pago de las prestaciones sociales de los 
docentes; por lo tanto, es con cargo a dicho fondo que se cubren. 
 
Es cierto que de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, la Ley 962 de 2005 
y el Decreto Reglamentario 2831 de 2005, los docentes nacionales y nacionalizados 
deben acudir a las Secretarias de Educación para realizar los trámites relacionados 
con el reconocimiento de sus prestaciones sociales para que estas oficinas elaboren 
y envíen a la encargada del pago los proyectos de actos administrativos que se 
deriven de allí para su revisión y ahí si proceder a su firma, pero de acuerdo a la 
competencia del FOMAG, es este el que tiene bajo su cargo estudiar de fondo si se 
reconocen o pagan las prestaciones solicitadas por los docentes, función 
consagrada como se dijo anteriormente en la Ley 91 de 1989 a cargo del FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por medio de la 
entidad fiduciaria que para tal efecto esté contratada. 
 
Ahora bien, el 25 de mayo de 2019, entró en vigor la Ley 1955, la cual en su artículo 
57 ordena:  
 

Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 
y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el 
Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor 
eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, 
con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo 
debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales 
de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
solo podrán destinarse para garantizar el pago de las prestaciones 
económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados 
y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 
por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 

Quiere decir esto, que, desde la entrada en vigor de la mencionada ley, las 
sanciones por mora que se generen por la demora de la entidad territorial en expedir 
el respectivo acto administrativo estarán a cargo de la misma, por lo que se debe 
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tener en cuenta la fecha de la solicitud de cesantías que es la primera actuación 
dentro del trámite de reconocimiento de la prestación. 
 
Ahora encuentra el Despacho que, la petición de reconocimiento de cesantías se 
presentó ante el Departamento del Cesar, el día 15 de diciembre 2016, (ver folio 24-
25 documento 02) es decir, antes de la entrada en vigencia la Ley 1955 de 2019, 
por lo que resulta válida la desvinculación del Departamento del Cesar (Secretaría 
de Educación) como parte del contradictorio, en consecuencia, se declarará como 
probada la excepción de falta de legitimación por pasiva del ente territorial 
presentada por el Departamento del Cesar. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Declarar probada la excepción de (i) Falta de legitimación por pasiva del 
ente territorial, propuesta por la apoderada del Departamento del Cesar, de 
conformidad con las consideraciones de este proveído. 
 
SEGUNDO: Declarar que la excepción de (i) prescripción extintiva del derecho a la 
sanción por mora propuesta por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, serán resuelta al momento de proferir una decisión de fondo en el 
presente asunto, de conformidad con las consideraciones de este proveído. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar a la doctora Ana Maria Vanegas 
Bolaño identificada con la C.C. No. 1.065.655.587 y T.P. 326.762 del C.S.J., como 
apoderada del Departamento del Cesar, conforme al poder conferido que obra a 
documentos 16-17 y previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página 
web de la Rama Judicial.  
 
CUARTO: Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 
Chaparro identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra en los 
documentos 21-22 del expediente digital y previa verificación de antecedentes 
disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 

QUINTO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, ingrese el expediente al 

Despacho para continuar con el trámite. 

 
. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
Valledupar, dieciocho (18) de febrero del dos mil veintidós (2022) 

 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: LILIANA CASTRO NEIRA 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR  

RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00174-00 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme el parágrafo 2 del artículo175 de 
la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 del 25 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas verificado 
que se corrió traslado de dichas excepciones.1  
 
La foliatura o enumeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital. 
 
Dentro del término para contestar la demanda el apoderado del Departamento del 
Cesar, propuso las siguientes excepciones: (i) Falta de legitimación por pasiva del 
ente territorial, (ii) falta de legitimación de hecho en la causa por pasiva, (iii) falta de 
legitimación material en la causa por pasiva, (iv) caducidad de la acción, (v) cobro 
de lo no debido e inexistencia de la obligación, (vi) genérica2.  
 
El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio3 propuso como 
excepciones las de (i) pago de las cesantías se entiende satisfecho en el momento 
en que se produce el abono en la cuenta, independientemente del momento de que 
el valor se retire por el titular del derecho (ii) debido a la inexistencia de moratoria, 
con corte a 31 de diciembre de 2019, debe operar la desvinculación del proceso de 
las entidades que represento, (iii) inexistencia actual de la obligación en cabeza de 
las entidades que represento, y a favor del demandante / ausencia actual de objeto 
litigioso, frente a mis representadas, por pago de la obligación / cobro de lo no 
debido, frente a mis representadas, porque la moratoria se generó en 2020, (iv) 
ausencia actual de presupuestos materiales, (v) falta de legitimación en la causa 
por pasiva de las entidades que represento, para asumir declaraciones y condenas 
por sanción mora, posteriores al 31 de diciembre de 2019, (vi) días de sanción 
moratoria presuntamente causados, son inferiores a los expresados por el 
demandante, (vii) legitimación en la causa por pasiva del ente territorial, para asumir 
declaraciones y condenas, derivadas de sanción moratoria generadas desde el 01 
de enero de 2020, (viii) sanción moratoria causada en vigencia del año 2020 debe 
ser cancelada por el ente territorial, (ix) cobro de lo no debido, por moratoria 
generada en el año 2020, frente a las entidades que represento, (x) improcedencia 
de la indexación de la sanción moratoria, (xi) no procedencia de la condena en 
costas, (xii) excepción genérica.  
 
En primer lugar, se pronunciará este Despacho de manera conjunta, frente a la 
excepción de (i) Falta de legitimación por pasiva del ente territorial propuesta por el 

 
1 Documento 26 
2 Documento 25 
3 Documento 20 
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Departamento del Cesar y (v) falta de legitimación en la causa por pasiva de las 
entidades que represento, para asumir declaraciones y condenas por sanción mora, 
posteriores al 31 de diciembre de 2019 interpuesta por el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio; por último se hará pronunciamiento respecto 
a la excepción de (iv) caducidad de la acción presentada por el Departamento del 
Cesar, y las restantes por atacar el fondo del asunto serán resueltas al proferirse 
una decisión que lo resuelva. 
 
Falta de legitimación en la causa por pasiva 
 

Departamento del Cesar: Señala que el pago de prestaciones sociales de los 
docentes es propio y exclusivo de la FIDUPREVISORA S.A. y que en aras de la 
cooperación fueron facultados por el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 y el Decreto 
2831 de 2005 a expedir los actos administrativos de reconocimiento de cesantías. 
 
Indica que el FOMAG, es una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica 
consistente en un patrimonio autónomo cuyos recursos están destinados a pagar 
las prestaciones que los entes territoriales reconocen a la planta de docentes, por 
lo que puede verse que el Departamento del Cesar solo es gestora para agilizar los 
trámites, y solicita se declare la falta de legitimación en la causa. 
 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio: Indica el apoderado que, 
la entidad que representa, en aquellos eventos en que se declarare la existencia  
de sanción moratoria por el pago tardío de cesantías parciales o definidas a 
docentes, no es responsable del pago de la misma, por cuanto la moratoria se  
generó en vigencia del año 2020, periodo que debe ser asumido por el ente 
territorial, y en ese orden de ideas, en  caso que se declare  la  nulidad de los  Actos 
Administrativos demandados, la Nación – Ministerio de Educación – FOMAG, se 
halla exenta de  pagar suma alguna y que los días causados desde el 01 de enero 
de 2020, serían responsabilidad del ente territorial.  
 
DESPACHO: Para resolver esta excepción, se trae a colación que el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio fue creado por la Ley 91 de 1989, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, cuyos recursos deben ser manejados por una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, quien asume el pago de las prestaciones sociales de los 
docentes; por lo tanto, es con cargo a dicho fondo que se cubren. 
 
Es cierto que de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 91 de 1989, la Ley 962 de 2005 
y el Decreto Reglamentario 2831 de 2005, los docentes nacionales y nacionalizados 
deben acudir a las Secretarias de Educación para realizar los trámites relacionados 
con el reconocimiento de sus prestaciones sociales para que estas oficinas elaboren 
y envíen a la encargada del pago los proyectos de actos administrativos que se 
deriven de allí para su revisión y ahí si proceder a su firma, pero de acuerdo a la 
competencia del FOMAG, es este el que tiene bajo su cargo estudiar de fondo si se 
reconocen o pagan las prestaciones solicitadas por los docentes, función 
consagrada como se dijo anteriormente en la Ley 91 de 1989 a cargo del FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, por medio de la 
entidad fiduciaria que para tal efecto esté contratada. 
 
Ahora bien, el 25 de mayo de 2019, entró en vigor la Ley 1955, la cual en su artículo 
57 ordena:  
 

Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y 
parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 serán reconocidas 
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y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación 
del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual 
debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El 
acto administrativo de reconocimiento de la pensión se hará mediante 
resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 
territorial. 
 
Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el 
Fondo deberá aplicar el principio de unidad de caja con el fin de lograr mayor 
eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas por la ley, 
con excepción de los recursos provenientes del Fondo Nacional de 
Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo 
debe priorizar el pago de los servicios de salud y de las mesadas pensionales 
de los maestros. 
 
Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
solo podrán destinarse para garantizar el pago de las prestaciones 
económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, pensionados 
y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas 
por vía judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 

Quiere decir esto, que, desde la entrada en vigor de la mencionada ley, las 
sanciones por mora que se generen por la demora de la entidad territorial en expedir 
el respectivo acto administrativo estarán a cargo de la misma, por lo que se debe 
tener en cuenta la fecha de la solicitud de cesantías que es la primera actuación 
dentro del trámite de reconocimiento de la prestación. 
 
Ahora encuentra el Despacho que, la petición de reconocimiento de cesantías se 
presentó ante el Departamento del Cesar, el día 15 de octubre 2019, (ver folio 21-
22 documento 02) es decir, después de la entrada en vigencia la Ley 1955 de 2019, 
por lo que resulta válida la vinculación del Departamento del Cesar (Secretaría de 
Educación) para que haga parte del contradictorio, en consecuencia, se declarará 
como no probada la excepción de falta de legitimación por pasiva del ente territorial 
presentada por el Departamento del Cesar, y de igual forma la excepción de falta 
de legitimación en la causa por pasiva de las entidades que represento, para asumir 
declaraciones y condenas por sanción mora, posteriores al 31 de diciembre de 2019 
propuesta por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
Caducidad de la acción  
 
Departamento del Cesar: Manifiesta que el medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho deberá ejercerse dentro de los 4 meses siguientes a 
la notificación del acto de reconocimiento de las cesantías, so pena de configurarse 
el fenómeno de la caducidad. 
 
Indica que frente al acto administrativo demandado no se presentó recurso, y 
transcurrieron más de cuatro meses para la presentación de la demanda, por lo que 
solicita se declare probada la excepción. 
 
DESPACHO: La caducidad de la acción es un presupuesto para acudir ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo  y consiste, en la expiración del tiempo 
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concedido por la Ley al particular, para que pueda reclamar sus derechos, 
independiente de los motivos que conllevan a instaurar la demanda, siendo 
entonces una sanción instituida por el legislador en los eventos en que 
determinadas acciones judiciales no se ejercen dentro del término específico 
establecido en la ley, afectándose de esta manera, el derecho sustancial que se 
busca con su ejercicio.  
 
En el presente asunto, la parte actora ejerció el medio de control de nulidad y 
restablecimiento del Derecho en aras de obtener la nulidad del acto administrativo 
configurado frente a la petición de fecha 27 de julio de 2020, ante el Departamento 
del Cesar, que negó el reconocimiento de la sanción moratoria a la actora.  
 
Con relación al término de caducidad del medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, el numeral d) del artículo 164 del CPACA, establece 
que: 
 

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 
presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo 137 de este Código; 

b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 
periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a 
particulares de buena fe; 

d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; 

 
Así las cosas, no hay lugar a declarar la caducidad del medio de control, pues lo 
que se pretende es que se declare la nulidad de un acto ficto configurado frente a 
la petición elevada el 27 de julio de 2020 ante el Departamento del Cesar (ver folios 
16-19 documento 02) y como ya se dijo, estos actos administrativos no tienen 
término de caducidad, pues si bien hubo un reconocimiento cesantías a través de 
la Resolución N° 007035 del 21 de octubre de 2019, este no es el acto que se 
demanda, por lo que se negará esta excepción. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 
 

PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones de (i) Falta de legitimación por 
pasiva del ente territorial, y (iv) Caducidad de la acción propuesta por el 
Departamento del Cesar, y la excepción de (v) falta de legitimación en la causa por 
pasiva de las entidades que represento, para asumir declaraciones y condenas por 
sanción mora, posteriores al 31 de diciembre de 2019 presentada por el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en mérito de lo expuesto en 
líneas precedentes.  
 
SEGUNDO: Reconocer personería para actuar al doctor Rodrigo Esteban Morón 
Cuello identificado con la C.C. No. 12.722.576 y T.P. 55.053 del C.S.J., como 
apoderado del Departamento del Cesar, conforme al poder conferido que obra a 
documentos 10-11 y previa verificación de antecedentes disciplinarios en la página 
web de la Rama Judicial.  
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TERCERO: Reconocer personería para actuar al doctor Luis Fernando Ríos 
Chaparro identificado con la C.C. No 1.057.575.858 y T.P.324322 del C.S.J., como 
apoderado sustituto de la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, conforme al poder conferido que obra en los 
documentos 21-22 del expediente digital y previa verificación de antecedentes 
disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 

CUARTO: Una vez ejecutoriada la presente providencia, ingrese el expediente al 

Despacho para continuar con el trámite. 

 
. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
Jueza 

 

 
J7/SPS/aja 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
DEMANDANTE: MADIS JUDITH MEZA TORRES  
DEMANDADO: E.S.E. HOSPITAL SAN ROQUE DE EL COPEY  
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00185-00  

 
I. ASUNTO. 

 
En el presente asunto se corrió traslado de las excepciones, no obstante, encuentra 
el Despacho pendiente de pronunciarse sobre la reforma de la demanda, previa las 
siguientes: 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
El artículo 173 del C.P.C.A. estableció: 
 

“ARTÍCULO 173. REFORMA DE LA DEMANDA. El demandante podrá adicionar, 
aclarar o modificar la demanda, por una sola vez, conforme a las siguientes reglas: 
 
1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días siguientes 
al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma se correrá traslado mediante 
notificación por estado y por la mitad del término inicial. Sin embargo, si se llama a 
nuevas personas al proceso, de la admisión de la demanda y de su reforma se les 
notificará personalmente y se les correrá traslado por el término inicial. 
 
2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones, los hechos 
en que estas se fundamentan o a las pruebas. 
 
3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o demandadas ni 
todas las pretensiones de la demanda. Frente a nuevas pretensiones deberán 
cumplirse los requisitos de procedibilidad. 
 
La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda inicial. 
Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la integre en un solo 
documento con la demanda inicial.” (negrillas fuera de texto) 

 

Se advierte que la reforma de la demanda que obra en los documentos 11 al 12, 
cumple con los requisitos establecidos en la norma transcrita, en consecuencia se 
admitirá la reforma de la demanda. 
 
En virtud de lo anterior, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Admitir la reforma de la demanda presentada por la apoderada de la 
parte demandante. 
 
SEGUNDO: Notifíquese la presente decisión en la forma indicada en el artículo 173 
del C.P.A.C.A.. 
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TERCERO: Córrase traslado de la admisión de reforma de la demanda de la forma 
y según el término previsto en el artículo 173 del C.P.A.C.A.. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 

 
 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: AGUSTÍN VALLE QUINTERO 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE TAMALAMEQUE 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00195-00 
 
 
Vista la nota secretarial que antecede y conforme al parágrafo 2º del artículo 175 
de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021, este Despacho procede a resolver las excepciones previas, 
verificado que se corrió traslado de dichas excepciones1. 
 
La foliatura o numeración de documentos que se haga en este proveído hacen 
referencia al expediente digital.  
 
La apoderada del Municipio de Tamalameque propuso las siguientes excepciones 
previas: 
 
a) Prescripción. 
 
Sustenta esta excepción la apoderada de la entidad accionada diciendo que sin 
que implique reconocimiento de cualquier derecho que hubiese podido surgir a 
favor del actor, de conformidad con el artículo 2512 del Código Civil los derechos 
laborales reclamados prescribieron. 
 
Decisión: La excepción de prescripción que propone la apoderada del Municipio 
de Tamalameque no está enlistada como previa en el numeral 6 del artículo 180 
del C.P.A.C.A. ni en el artículo 100 del C.G.P., motivo por el cual sobre esta 
excepción que no comporta el carácter de previa no hay nada que resolver en este 
momento. 
 
b) Falta de Jurisdicción y competencia. 
 
Dice la apoderada del ente territorial accionado que la jurisdicción ordinaria laboral 
es la competente para conocer sobre el debate planteado, debido a que el 
accionante busca el reconocimiento de los derechos laborales y su eventual pago 
aduciendo una relación laboral con el Municipio de Tamalameque y en estos 
eventos la competencia viene dada desde que el accionante afirma que tiene una 
relación laboral regida por un contrato de prestación de servicios, no obstante para 
el caso sub examine no basta con afirmar que por su calidad de ex contratista del 
municipio tiene a su cargo derechos laborales, por el contrario en juicio laboral se 
debió determinar con los medios probatorios y cumplidos los requisitos 
establecidos en la ley, la relación laboral entre las partes con miras a obtener el 
reconocimiento de beneficios y derechos legales. 
 
Decisión: El artículo 104 de la Ley 1437 de 2011 es del siguiente contenido literal: 

 
1 Documento 28 
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“ARTÍCULO 104. DE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida 
para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes 
especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, 
omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa. (…)” 
 

El artículo 105 ibídem regula lo concerniente a los asuntos de los cuales no 
conocerá esta jurisdicción, así: 
 

“ARTÍCULO 105. EXCEPCIONES. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
no conocerá de los siguientes asuntos: 
(…) 
4. Los conflictos de carácter laboral surgidos entre las entidades públicas y sus 
trabajadores oficiales.” 

 
Respecto a la competencia de la jurisdicción ordinaria en sus especialidades 
laboral y seguridad social dispuso el numeral 1 del artículo 2 del Código Procesal 
del Trabajo Seguridad social lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. <Artículo modificado por el 
artículo 2 de la Ley 712 de 2001. El nuevo texto es el siguiente:> La Jurisdicción 
Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 
(…) 
1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el contrato de 
trabajo. (…)” 

 

El señor Agustín Valle Quintero pretende que se declare que entre él y el 
Municipio de Tamalameque existió una verdadera relación laboral originada en la 
ejecución de una serie de contratos de prestación de servicios como docente 
desde el 1 de febrero de 1989 hasta el 1 de septiembre de 1999 y 
consecuentemente se declare la nulidad del acto administrativo de fecha 27 de 
julio de 2020 mediante el cual el ente accionado le negó el pago de sus acreencias 
laborales y de seguridad social integral.  
 
El debate comprende el estudio de legalidad del acto administrativo expedido por 
el Municipio de Tamalameque por lo que la jurisdicción contenciosos 
administrativa está llamada en principio a dirimir el asunto de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, para establecer sí le asiste 
razón a la parte actora cuando manifiesta que con la celebración de los contratos 
de prestación de servicios como docente -que difieren de un contrato de trabajo- 
se escondió una verdadera relación laboral y si en consecuencia le asiste derecho 
al reconocimiento de las prestaciones dejadas de percibir.  
 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, el medio de control de la referencia debe ser 
adelantado y decidido por esta jurisdicción. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE. 
 
PRIMERO: Declarar no probada la excepción de falta de jurisdicción y 
competencia propuesta por la apoderada del Municipio de Tamalameque 
conforme las consideraciones expuestas.  
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0712_2001.html#2
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SEGUNDO: Reconocer personería a la doctora Keyla Yadira Mejía Robles 
identificada con la C.C. 49.724.628 y T.P 212.372 del C. S. de la J. como 
apoderada del Municipio de Tamalameque de conformidad con el poder conferido 
y verificación de antecedentes disciplinarios en la página web de la rama Judicial. 

 

TERCERO: Ejecutoriado este auto continúese con el trámite correspondiente. 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 

 
SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 

J7/SPS/amr                                                 Jueza 

 
 

 
 

Firmado Por:

 

 

Sandra Patricia Peña Serrano

Juez

Juzgado Administrativo

7

Valledupar - Cesar
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: YURLETH CAROLINA ROSADO ARAUJO Y OTRO 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 

NACIONAL – MUNICIPIO DE MANAURE    
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00303-00 
 

I. ASUNTO. 
 

Mediante auto de fecha 3 de diciembre de 2021 se inadmitió la demanda de la 
referencia ordenándose a la parte demandante que dentro del término de diez días 
subsanara los defectos indicados. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

El artículo 170 de la Ley 1437 de 2011 dispone que la demanda que carezca de 
los requisitos señalados en la ley será inadmitida mediante auto en el que se 
expondrán sus defectos y se le concederá a la demandante un plazo de diez días 
para que corrija los defectos anotados, so pena de rechazar la demanda. 
 
Por su parte, el numeral 2º del artículo 169 ibídem, establece:  
 

“Artículo 169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la 
devolución de los anexos en los siguientes casos: 
(…). 
2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda dentro de 
la oportunidad legalmente establecida. (…)” (resaltado fuera de texto) 

 

El doctor Rafael Cadena Pérez dentro del término establecido, aportó memorial 
con el cual pretendía acreditar que había corregido los defectos anotados en el 
auto inadmisorio, no obstante, se encuentra lo siguiente: 
 
1. En el auto inadmisorio de la demanda se indicó que el apoderado de la parte 
actora no remitió copia de la demanda y sus anexos por los medios electrónicos a  
la entidad demandada – a través del buzón idóneo -  y tampoco manifestó no 
conocer los canales digitales para la notificación, defecto que no fue corregido 
según consta en los documentos 9 y 10, pues remitió la copia de la demanda a los 
correos deces.coman-sepri@policia.gov.co y alcaldia@manaurebalcondelcesar-
cesar.gov.co, pero al revisar la página web de la Policía Nacional y de la Alcaldía 
de Manaure Balcón del Cesar están anotados como correos para notificaciones en 
el caso de la Policía Nacional, para el Departamento del Cesar 
deces.notificacion@policia.gov.co y para el Municipio de Manaure 
notificacionjudicial@manaurebalcondelcesar-cesar.gov.co; es decir que no se 
cumplió con el requisito aludido. 
 
2. Otro defecto consignado en el auto inadmisorio consistió en que el doctor Cadena 
no acreditó que la señora Gloría María Araujo Cúrvelo quien figura como 
demandante, le hubiera otorgado poder. 

mailto:deces.coman-sepri@policia.gov.co
mailto:alcaldia@manaurebalcondelcesar-cesar.gov.co
mailto:alcaldia@manaurebalcondelcesar-cesar.gov.co
mailto:deces.notificacion@policia.gov.co
mailto:notificacionjudicial@manaurebalcondelcesar-cesar.gov.co
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En el documento 8, el doctor Cadena indica que anexó el poder otorgado por la 
señora Gloria Maria Araujo Cúrvelo, sin embargo, al hacer la revisión de los tres 
documentos anexados se echa de menos el mencionado poder. No subsanó en este 
sentido. 
 
En virtud de lo anterior, como el doctor Teodoro Ortega Soto no corrigió los 
defectos anotados en el auto inadmisorio la demanda de la referencia será 
rechazada. 
 
En mérito de lo antes expuesto, este Despacho:  

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: Rechazar la demanda instaurada dentro del medio de control de la 
referencia, de conformidad con las consideraciones de este proveído. 
 
SEGUNDO: En firme esta providencia, háganse las anotaciones de rigor y 
archívese el expediente. 
 

 Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: MANUEL DE JESÚS VEGA GUZMÁN Y OTROS 
DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO - 

INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2021-00307-00 

 
Por haber sido subsanada la demanda que instauró MANUEL DE JESÚS VEGA 
GUZMÁN Y OTROS, en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL 
DERECHO - INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO y por reunir 
los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el JUZGADO SÉPTIMO 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Admítase la presente demanda de reparación directa y notifíquese 
personalmente al representante legal de la NACIÓN – MINISTERIO DE JUSTICIA Y 
DEL DERECHO - INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO o a 
quien éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones, conforme lo dispone 
el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 
del 25 de enero de 2021. 
 
SEGUNDO: Notifíquese al Agente del Ministerio Público delegado ante este 
Despacho - Procurador 75 Judicial I para Asuntos Administrativos -, conforme lo 
dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2021 a la siguiente cuenta de correo electrónico 
aibarra@procuraduria.gov.co. 
 
TERCERO: Notifíquese personalmente a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011 modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese por estado electrónico a la parte demandante, como lo indica 
el artículo 201 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
QUINTO: No se ordenará el pago de gastos ordinarios del proceso, toda vez que el 
Acuerdo PCSJA21-11830 del 17 de agosto de 2021, en su artículo 2 numeral 3, 
indicó que las notificaciones electrónicas no tendrán costo. 
 
En la eventualidad en que llegue a generarse algún gasto procesal, se ordenará su 
pago mediante auto, en la medida de su causación. 
 
SEXTO: Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días a la 
entidad demandada, al Ministerio Público y a los terceros, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SÉPTIMO: Requiérase a la parte demandada para que con la contestación de la 
demanda allegue al plenario, el expediente administrativo que contenga los 
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antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 
so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 
gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 
artículo 175 del C.P.A.C.A. 
 
OCTAVO: Reconocer personería a la doctora María Luisa Morelli Andrade 
identificada con la C.C. 32.661.815 y T.P. 28.607 del C. S. de la J. como apoderada 
judicial de la parte actora en los términos del poder conferido, previa verificación de 
antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial.  
 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: CANDY ROSA MACHADO GUTIÉRREZ  
DEMANDADO: E.S.E HOSPITAL SAN JOSÉ DE BECERRIL 
RADICADO NO:  20001-33-33-007-2022-00024-00 

 
I. ASUNTO. 

 
Procede el Despacho a decidir si asume la competencia de la presente demanda 
ejecutiva, teniendo en cuenta los siguientes 
 

II. ANTECEDENTES. 
 
La señora Candy Rosa Machado Gutiérrez, a través de apoderado judicial, presentó 
demanda ejecutiva, en contra de la E.S.E Hospital San José de Becerril, teniendo 
como título ejecutivo la sentencia proferida el 28 de octubre de 2020, por el Juzgado 
Primero Administrativo del Circuito de Valledupar dentro el proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho No. 20-001-33-33-001-2019-00060-00. 
 

III. CONSIDERACIONES. 
 

El numeral 9º del artículo 1561 de la Ley 1437 de 2011 señala que las ejecuciones 
de las condenas impuestas en la jurisdicción de lo contencioso administrativo son 
competencia del juez que profirió la providencia respectiva.   
 
En providencia de unificación de fecha 29 de enero de 20202, la Sección Tercera 
del Consejo de Estado, con ponencia del Magistrado Alberto Montaña Plata, unificó 
su postura sobre la competencia por conexidad en procesos ejecutivos derivados 
de condenas y conciliaciones judiciales.  
 
En el pronunciamiento acabado de referenciar, puso de manifiesto el órgano de 
cierre de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que la Sección Tercera, 
en relación con la previsión del numeral 9º del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, 
manejaba dos interpretaciones, por un lado afirmaba que la norma debía aplicarse 
en forma armónica con las normas que regulan la cuantía3 y de otro lado en diversas 
oportunidades manifestó que la norma en cita es excluyente en relación con las 

 
1 ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la determinación de la competencia por razón del 
territorio se observarán las siguientes reglas:   
(…) 
9.En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo o de las obligaciones 
contenidas en una conciliación aprobada por esta jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia 
respectiva. 
2 Consejo de Estado, Sección tercera, M.P.: Alberto Montaña Plata, 29 de enero de 2020, radicación: 47001-23-33-000-
2019-00075-01 (63931) 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Auto de ponente de 7 de octubre 
de 2014, exp. 50.006. En el mismo sentido: Sección Tercera Subsección A, Auto de ponente de 1 de abril de 2019, exp. 
63.008; Sección Tercera, Subsección C, Auto de ponente de 18 de mayo de 2018, exp. 59.899; Sección Tercera, Subsección 
B, Auto de ponente de 20 de marzo de 2019. 
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normas de cuantía, por tratarse de una norma especial que atiende el criterio de 
conexidad para determinar la competencia4. 
 
Así las cosas, la Sala Plena del Consejo de Estado unificó su jurisprudencia en 
relación con la competencia para conocer los procesos ejecutivos en los que el título 
de recaudo es una sentencia proferida por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo o una conciliación objeto de su aprobación, e indicó que la expresión 
“el juez” desde una interpretación gramatical se refiere a aquel que profirió la 
respectiva providencia, dado el sentido claro de la norma de conformidad con los 
artículos 275 y 286 del Código Civil. Aplicó también el criterio que en caso de una 
posible contradicción de los artículos 152.7, 155.7  y 156.9 de la Ley 1437 de 2011, 
este último se aplica en forma prevalente en virtud de lo dispuesto en el artículo 2º7 
de la Ley 153 de 1887. Manifestó el Consejo de Estado en la reciente providencia8:  
 

“ 22. En resumen, la Sala considera que la aplicación del artículo 156.9 del CPACA 
es un criterio de competencia por conexidad que excluye la aplicación de las normas 
previstas en los artículo 152.7 y 155.7 del mismo código, por las siguientes razones: 
 
1. Es especial y posterior en relación con las segundas. 
2. Desde una interpretación gramatical resulta razonable entender la expresión “el 
juez que profirió la decisión” como referida al juez de conocimiento del proceso 
declarativo. 
3. La lectura armónico de las demás normas del CPACA y del CGP, en relación 
con la ejecución de providencias judiciales, permite definir la aplicación del factor de 
conexidad como prevalente  
(…) 
24. conviene precisar que la unificación de la regla de competencia por conexidad  
deberá entenderse en el siguiente sentido: conocerá de la primera instancia del 
proceso declarativo, con independencia de si la condena fue proferida o la 
conciliación aprobada en grado de apelación.” 

 
De conformidad con lo anterior, el juez natural para tramitar el presente proceso 
sería quien profirió la sentencia que sirve como título ejecutivo dentro de la presente 
acción, en este caso, profirió la sentencia el Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Valledupar. 
 

En tal virtud, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR,  

RESUELVE: 
 

PRIMERO: REMITIR por competencia el presente asunto, al Juzgado Primero 
Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar, conforme se indicó en las 
consideraciones. 
 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Auto de ponente de 28 de junio 
de 2016, exp. 56.844. en el mismo sentido: Sección Tercera Subsección A, Auto de ponente de 28 de marzo de 2019, exp. 
59.004. Ahora bien, en otras oportunidades se ha hecho una aplicación implícita de dicha norma, pues se han proferido 
decisiones en procesos ejecutivos cuya cuantía no superaba los 1500 SMMLV. Al respecto: Sección Tercera, Subsección C, 
Auto de ponente de 21 de febrero de 2018, exp. 58.960; Sección Tercera, Subsección A, Auto de ponente de 12 de octubre 
de 2017, exp. 58.903; Sección Tercera, Subsección B, Auto de 7 de febrero de 2018, exp. 55.820. 
5 ARTICULO 27. <INTERPRETACION GRAMATICAL>. Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor 
literal a pretexto de consultar su espíritu. 
Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir a su intención o espíritu, claramente manifestados 
en ella misma o en la historia fidedigna de su establecimiento. 
6 ARTICULO 28. <SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS>. Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, 
según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido  expresamente para ciertas materias, 
se les dará en éstas su significado legal. 
7 Art. 2o.- La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de que una ley posterior sea contraria a otra anterior, y 
ambas preexistentes al hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior. 
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 15 de octubre de 2019, radicación 470041-23-
33-000-2019-00075-01 (63931) 
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SEGUNDO: Por Secretaría, llévense a cabo las actuaciones correspondientes, 
háganse las anotaciones respectivas y remítase el expediente a la Oficina Judicial 
para que sea repartido al Juzgado Segundo Administrativo del Circuito Judicial de 
Valledupar. 
 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7A/SPS/amr                                                                                      Jueza  
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:  MARÍA TERESA MORÓN NÚÑEZ  
DEMANDADO:  NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
RADICADO:  20001-33-33-007-2022-00026-00  
 
Por reunir los requisitos legales establecidos en el artículo 162 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, SE ADMITE la 
demanda que en ejercicio del medio de control de la referencia instauró MARÍA 
TERESA MORÓN NÚÑEZ en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN - FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
En consecuencia, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE VALLEDUPAR, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO: Admítase la presente demanda de nulidad y restablecimiento del 
derecho y notifíquese personalmente a los representantes legales de la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN -  FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO o a quienes éstos hayan delegado la facultad de recibir 
notificaciones, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 
modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
SEGUNDO: Notifíquese al Agente del Ministerio Público delegado ante este 
Despacho - Procurador 75 Judicial I para Asuntos Administrativos -, conforme lo 
dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 del 25 de enero de 2021 a la siguiente cuenta de correo electrónico 
aibarra@procuraduria.gov.co. 
 
TERCERO: Notifíquese personalmente a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO, conforme lo dispone el artículo 199 de la Ley 1437 de 
2011 modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 
 
CUARTO: Notifíquese por estado electrónico a la parte demandante, como lo indica 
el artículo 201 del C.P.A.C.A. modificado por el artículo 50 de la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021. 
 
QUINTO: No se ordenará el pago de gasto ordinarios del proceso, toda vez que en 
el acuerdo PCSJA21-11830 del 17 de agosto de 2021, en su artículo 2 numeral 3, 
indicó que las notificaciones electrónicas no tendrán costo.  
 
SEXTO: Córrase traslado de la demanda por el término de treinta (30) días a la 
entidad demandada, al Ministerio Público y a los terceros, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. 
 
SÉPTIMO: Requiérase a la parte demandada para que con la contestación de la 
demanda allegue al plenario, el expediente administrativo que contenga los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso y que se encuentren en su poder, 
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so pena de que el funcionario encargado se constituya en falta disciplinaria 
gravísima sancionable, de conformidad con lo consagrado en el parágrafo 1° del 
artículo 175 del C.P.A.C.A. 
  
OCTAVO: Reconocer personería a la doctora Clarena López Henao, identificada 
con la C.C. No. 1.094.927.157 y T.P. No. 252.811 del C. S. de la J. como apoderado 
judicial de la parte actora en los términos del poder conferido1 y previa verificación 
de antecedentes disciplinarios en la página web de la Rama Judicial. 
 
 

Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/aur                                                                              Jueza 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Folio 18-20 Documento 2 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
VALLEDUPAR 

 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:   ARNOVIL DE JESÚS QUEVEDO GARCÍA  
DEMANDADO:  NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
DEPARTAMENTO DEL CESAR 

RADICADO:  20001-33-33-007-2022-00027-00  
 
Procede el Despacho a estudiar la demanda de Nulidad y restablecimiento del 
Derecho, instaurada por la señora ARNOVIL DE JESÚS QUEVEDO GARCÍA contra 
la NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DEL CESAR en los términos 
de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021. 
 
Al verificar los acápites de la demanda precisa el Despacho que el apoderado de la 
parte demandante no remitió copia de la demanda y sus anexos por los medios 
electrónicos a la entidad demandada, es decir, al buzón idóneo que para el efecto 
establece el artículo 162, Numeral 8º de la ley 1437 de2011, modificado por el artículo 
35 de Ley 2080 de 2021.  
 

“Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 
1437 de 2011, el cual quedará así: 7. El lugar y dirección donde las partés y el apoderado 
de quien demanda recibirán las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar 
también su canal digital.  
 
 El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente. deberá enviar por medio 
electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el 
demandado. Del mismo modo deber~ proceder el demandante cuando al inadmitirse la 
demanda presente el escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de 
este deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda.  
 
De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el 
envío físico de la misma con sus anexos. En caso de que el demandante haya remitido 
copia de la demanda con todos sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la 
notificación personal se limitará al envío del auto admisorio al demandado.” 

 
Por consiguiente se observa que no se le dio aplicabilidad a la normatividad antes 
citada, toda vez que el apoderado de la parte demandante al momento de presentar 
la demanda simultáneamente no remitió la misma a los correos correspondientes al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Fiduprevisora ni al 
Departamento del Cesar, es decir a los correos electrónicos 
notjudicial@fiduprevisora,com.co  procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co y 
notificacionesjudiciales@gobcesar.gov.co 
 
Por lo anterior, se conmina en esta instancia a los apoderados de la parte demandante 
para que en lo sucesivo con la presentación de la demanda procedan con plena 
observancia de la normatividad vigente, so pena de lo prescrito para tal efecto 
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Así mismo, precisa el Despacho que en el poder especial no coincide con las 
pretensiones de la demanda, al respecto el artículo 74 del Código General del 
Proceso, que a la letra establece: 
 

“Artículo 74. Poderes. Los poderes generales para toda clase de procesos solo 
podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios 
procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales 
los asuntos deberán estar determinados y claramente identificados. […].” -Se 
subraya y resalta por fuera del texto original.- 

 
Ahora bien, se observa que la demanda está dirigida en contra del Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y el Departamento del Cesar, pero en el poder 
solo se otorga para demandar la primera entidad, por lo que tendrá que ser 
corregido, toda vez que la demanda y el poder deben ser claros con respecto a las 
entidades demandadas.  
 

Por lo expuesto, se inadmitirá la demanda y se conmina al abogado demandante 
para que revise y corrija los defectos anotados dentro del término de diez días, so 
pena de aplicar las consecuencias estipuladas en el numeral 2° del artículo 169 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 
En tal virtud, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR,  

RESUELVE 
 
PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  
 
SEGUNDO: Se le concede a la parte ejecutante el plazo de diez (10) días, para que 
corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda. 
 

 Notifíquese y cúmplase. 
 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/aur                                                                               Jueza 
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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

VALLEDUPAR 
 

Valledupar, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintidós (2022) 
 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 
DEMANDANTE: NUBIA DEL CARMEN POLO MEZA Y OTRO  
DEMANDADO: MUNICIPIO DE VALLEDUPAR Y OTROS 
RADICADO:  20-001-33-33-007-2022-00029-00 

 
Procede el Despacho a estudiar la demanda de la referencia, en los términos de la 
Ley 1437 de 2011 y el Decreto 806 de 4 de junio de 2020. 
 
1. Para el efecto se hará la revisión de los requisitos para otorgar poder en vigencia 
de la normatividad que regula lo concerniente a la administración de justicia, dada 
la actual situación que atraviesa el mundo entero por la pandemia COVID – 19. 
 
El Consejo Superior de la Judicatura, expuso en el artículo 6º del Acuerdo 
PCSJA20-11532 del 11 de abril de 2020, que en la recepción, gestión, trámite y 
decisión de las actuaciones judiciales se privilegiará el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones, por lo que los memoriales y demás 
comunicaciones podrán ser enviados o recibidos por correo electrónico evitando 
presentaciones o autenticaciones personales o adicionales de algún tipo.  
 
Mediante el Decreto 637 del 6 de mayo de 2020, el Gobierno Nacional decretó el 
estado de emergencia económica, social y ecológica por la Covid- 19.  
 
Posteriormente, el Gobierno expidió el Decreto 806 de 4 de junio de 2020 “Por el 
cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 
comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y 
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado 
de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, el cual prevé en su artículo 5º, lo 
siguiente:  
 

“Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 
podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación 
personal o reconocimiento. 
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser 
remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales.” (resaltado fuera de texto) 
 

La Corte Suprema de Justicia en reciente pronunciamiento de fecha 3 de septiembre 
de 2020 dentro del expediente radicado No. 55194 de Juliano Gerardo Carlier y 
otros, dijo que de conformidad con el Acuerdo PCSJA20-11532 del 11 de abril de 
2020 y específicamente con lo previsto en el artículo 5 del Decreto 806 de 2020 un 
poder para ser aceptado requiere: “i) Un texto que manifieste inequívocamente la 
voluntad de otorgar poder, con, al menos, los datos de identificación de la actuación 
para la que se otorga y las facultades que se otorgan al apoderado. ii) Antefirma del 
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poderdante, la que naturalmente debe contener sus datos identificatorios. Y, iii) Un 
mensaje de datos, transmitiéndolo. Es evidente que el mensaje de datos le otorga 
presunción de autenticidad al poder así conferido y reemplaza, por tanto, las 
diligencias de presentación personal o reconocimiento.” (sic) (resaltado fuera del 
texto original) 
 
En dicha providencia el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria recordó que la 
expresión “mensaje de datos” está definida legalmente en el artículo 2º de la Ley 
527 de 1999, en los siguientes términos: “a) Mensaje de datos. La información 
generada, enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, 
ópticos o similares, como pudieran ser, entre otros, el Intercambio Electrónico de 
Datos (EDI), Internet, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el telefax”. (sic) 
 
Con base en esa expresión no se le exige al abogado que remita el poder suscrito 
de puño y letra del mandatario o con autenticaciones o nota de presentación 
personal pero sí es necesario acreditar que el poderdante lo remitió a su apoderado 
mediante mensaje de datos que puede ser para el caso en concreto un intercambio 
de correo electrónico remitido directamente a esta autoridad judicial o al buzón del 
abogado al que se le confiere poder, para que este a su vez lo remita a este 
Despacho. 
 
Esta agencia judicial sobre el problema jurídico expuesto ha venido tomando 
decisiones al respecto en los siguientes procesos (i) radicado 2019-00254-00 
(Ejecutivo: frente al apoderado Municipio de Chimichagua) mediante auto del 5 de 
octubre de 2020, (ii) 2020-00260-00 (AP. Audiencia de pacto de cumplimiento del 9 
de marzo de 2020 respecto a los apoderados del Municipio de Valledupar y 
Corpocesar)  y (iii) 2011-00318 (Ejecutivo: respecto al poder del tercero interviniente 
ad-excludemdum), en auto de fecha 18 de marzo de 2021, que por ser de 
circunstancias fácticas similares deben acatarse bajo los postulados del precedente 
judicial, el cual ha sido definido por la Corte Constitucional como: 
  

 “…la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por su 
pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente 
considerarse por las autoridades judiciales al momento de emitir un fallo”1.  

 
La doctrina nacional ha definido la figura del precedente como el mecanismo 
jurisdiccional que tiene su origen en el principio stare decisis o estar a lo decidido, 
el cual consiste en la aplicación de criterios adoptados en decisiones anteriores a 
casos que se presenten en situaciones posteriores y con circunstancias similares2. 
 
Para el efecto, la Corte Constitucional ha distinguido el precedente horizontal, como 
aquel que debe observarse por el mismo juez o corporación que lo generó o por otro 
de igual jerarquía funcional3 y es por esa la razón por la cual este despacho se 
encuentra obligado a seguir sus propias decisiones, cuando le corresponda decidir 
casos con supuestos fácticos y jurídicos similares a otros que ya ha fallado, ya que 
proscribe el uso y la interpretación caprichosa de los elementos jurídicos aplicables 
al momento de resolver y además,  garantiza los principios a la seguridad jurídica, 
igualdad, buena fe y confianza legítima de quienes acuden a la administración de 
justicia y esperan que su conflicto se defina en la misma forma o bajo el mismo 
raciocinio que empleó ese juez en casos anteriores. 
 
El Tribunal Administrativo del Cesar en decisión adoptada el 24 de junio de 2021 
dentro de la acción de tutela con radicado 20-001-23-003-000-2021-00195-00 

 
1 Sentencia SU354/17 
2 El Precedente Constitucional teoría y praxis”, Editorial Ibáñez S.A.S, 2013 
3 Sentencia T-148/11 
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siendo accionante el doctor Jaime Alfonso Castro Martínez y accionado este 
Despacho, con ponencia del magistrado Carlos Alfonso Guechá Medina no tuteló 
los derechos constitucionales que consideraba infringidos el accionante con una 
fundamentación fáctica igual a la que motiva esta providencia, para el efecto se citan 
apartes de la mencionada providencia: 

“De acuerdo con lo señalado, se concluye que, ante la falta de otorgamiento de 
poderes especiales en debida forma, por parte del demandante, señor Jaime Alfonso 
Castro Martínez, para ser representado dentro del proceso ejecutivo, es imposible 
acreditar la legitimación para actuar en nombre de aquel, dentro del trámite del 
proceso ejecutivo No. 20001-33-31-006-2011-00318-00, al abogado Virgilio Alfonso 
Sequeda Martínez.  

Por tal motivo, tal como lo adujo el Juzgado accionado era indispensable que el 
abogado señor Virgilio Alfonso Sequeda Martínez, allegara a ese despacho el poder, 
con el lleno de los requisitos legales, los cuales respecto a esta situación en particular 
el H. Consejo de Estado, ha establecido que bien puede ser otorgado de manera 
presencial, con presentación personal; o acogiéndose al Decreto 806 de 2020, ultimó, 
para el cual deberá acreditar que el mencionado poder especial ha sido otorgado 
mediante mensaje de datos, —a modo de ejemplo, con el pantallazo del envío del 
poder a través de correo electrónico, o constancia de envío a través de fax, etc.—4. 
(…) 

Lo anterior significa, que al accionante no se le vulneraron los derechos 
fundamentales alegados, toda vez que, el juzgado lo que hizo fue exigir el 
cumplimiento de las normas procesales que establecen los requerimientos, en cuanto 
al otorgamiento y presentación de los poderes especiales para cualquier actuación 
judicial, o lo que es lo mismo, dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 74 del 
C.G.P., y el Decreto 806 de 2020.  
 
Por las anteriores razones, se descarta cualquier vulneración al debido proceso, al 
ejercicio de la defensa técnica y al acceso afectivo a la administración de justicia, 
pues la falencia advertida en el otorgamiento y/o presentación de poder, resulta ser 
una exigencia amparada en el cumplimiento de una norma procesal, la que de 
ninguna manera se puede considerar como arbitraria o vulneradora de derecho 
fundamental alguno, dado lo imperativo de las mismas.  
 
Con todo, se tiene que es fácil concluir que el Juzgado accionado no incurrió en el 
defecto procedimental endilgado, ni mucho menos en un defecto fáctico, pues se 
insiste que su actuación no fue caprichosa, arbitraria ni contraria al ordenamiento 
jurídico. En tanto, se descarta que haya incurrido en una vía de hecho que llevara a 
la procedibilidad la presente acción de tutela. (…).” (sic) 
 

En reciente pronunciamiento de fecha 20 de agosto de 2021, la Sección Primera del 
Consejo de Estado con ponencia del Magistrado Oswaldo Giraldo López, confirmó 
la anterior decisión y de su fundamentación destaca el Despacho5: 

 
“Sin embargo, analizados los argumentos en que se sustenta el defecto procedimental 
alegado, la Sala advierte que no apuntan a indicar que el funcionario judicial se apartó 
del procedimiento establecido en la ley para el trámite del proceso ejecutivo o que se 
apegó de manera excesiva y absoluta al procedimiento generando un obstáculo para 
la eficacia del derecho sustancial o que su actuación constituyera una clara 
denegación de justicia. 
 

 
4 Consejo de Estado, Sección Segunda – Subsección A Consejero Ponente: Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas, sentencia 
de 1° de diciembre de dos mil veinte (2020). Referencia: Acción De Tutela. Radicación: 11001-03-15-000-2020-04795-00. 
Demandante: María Adíela Agudelo Bermúdez y Otros. Demandado: Tribunal Administrativo de Caldas.   
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 20 de agosto de 2021, acción de tutela, 
radicación: 20001-23-33-000-2021-00195-01. Demandante: Jaime Alfonso Castro Martínez. Demandado: Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar. M.P.: Oswaldo Giraldo López. Tema: No incurren en defecto procedimental las providencias 
que, en aplicación del artículo 5.º del Decreto 806 de 2020, exigieron prueba del otorgamiento del poder especial por medio 
de mensaje de datos. 
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Por el contrario, revisado el expediente ordinario, se observa que no se ha incurrido en 
ningún vicio de esa naturaleza, pues el proceso se adelantó conforme a la ley; esto es, 
se tramitó ante el juez competente, se agotaron las etapas procesales propias del 
proceso ordinario y las decisiones adoptadas en él se fundamentaron en derecho. 
 
En criterio de la Sala el estudio efectuado por la autoridad judicial accionada es 
razonable. En efecto, como se advierte de las consideraciones atrás transcritas, el 
Juez Séptimo Administrativo de Valledupar, en las providencias cuestionadas, luego 
de constatar el incumplimiento de lo previsto por el artículo 5.º del Decreto 806 de 
2020, concluyó que no era posible reconocer personería para actuar al apoderado 
judicial de la parte actora, por lo que se abstuvo de tramitar el recurso inicialmente 
presentado. 
 
Para el Juzgado no se trata de que la norma en cuestión exija “[…] al abogado que 
remita el poder suscrito de puño y letra del mandatario o con autenticaciones o nota 
de presentación personal pero sí es necesario acreditar que el poderdante lo remitió 
a su apoderado mediante mensaje de datos que puede ser para el caso en concreto 
un intercambio de correo electrónico remitido directamente a esta autoridad judicial 
o al buzón del abogado al que se le confiere poder, para que este a su vez lo remita 
a este Despacho […]”. 
 
Además, explicó con claridad las razones por las cuales no acogió la tesis de  la parte 
actora referente a que “[…] las medidas adoptadas para mitigar los efectos de la 
pandemia no pueden convertirse en un obstáculo para la efectividad de la 
administración de justicia, abusando de tales herramientas, para impedir el acceso a 
una justicia pronta y efectiva […]”, señalando al respecto, de manera fundada, que 
no es un abuso la aplicación de las normas procedimentales, por medio de las cuales 
precisamente lo que se pretendió fue conjurar la crisis creando un mecanismo que 
reemplazara la diligencia de autenticación en notaría, “[…] precisamente esa medida 
es el envío del poder con antefirma y la transmisión mediante mensaje de datos […]”. 
 
En todo caso, para la Sala es necesario precisar que, si bien de las consideraciones 
expuestas por la Corte Constitucional en la sentencia C-420 de 2020, que efectuó el 
control de constitucionalidad del Decreto 806 de 2020, se desprende que la referida 
norma implementó una medida temporal con tres cambios a la forma en que se 
otorgan poderes especiales, a saber, (1) estableció una presunción de autenticidad; 
(2) eliminó el requisito de presentación personal; y (3) eliminó la firma digital en los 
poderes conferidos mediante mensaje de datos, lo cierto es que resaltó que el artículo 
5.º del Decreto mencionado contenía “[…] medidas orientadas a identificar al 
otorgante y garantizar la autenticidad e integridad del mensaje de datos mediante el 
cual se confiere el poder, en tanto exige que (i) los poderes otorgados por personas 
inscritas en el registro mercantil envíen el poder desde la dirección inscrita en la 
respectiva Cámara de Comercio para efectos de notificaciones judiciales, y que (ii) el 
poderdante indique la dirección del correo electrónico del apoderado al que le 
confiere el poder, la cual debe coincidir con la que este inscribió en el Registro 
Nacional de Abogados. En cualquier caso, las medidas que prescribe el artículo son 
facultativas por lo que, los poderes especiales se pueden seguir otorgando conforme 
a las normas del CGP […]”.(resaltado del texto original) 
 
Razón por la cual, resulta razonable la lectura efectuada por el Juzgado Séptimo 
Administrativo de Valledupar al artículo 5º del Decreto 806 de 2020, con sustento en 
la cual requirió prueba de la remisión por medio de mensaje de datos del poder 
especial que otorgó el señor Jaime Alfonso Castro al abogado Virgilio Alfonso, como 
medio para identificar al otorgante y garantizar la integridad y autenticidad del poder 
especial. 
(…)  
En consecuencia, la Sala confirmará la sentencia del 24 de junio de 2021, mediante 
la cual el Tribunal Administrativo del Cesar negó el amparo solicitado, en 
consideración a que las providencias cuestionadas no incurrieron en defecto 
procedimental.” (sic) (resaltado fuera de texto) 
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Al revisar los anexos de la demanda, en el folio 120 del documento 3 obra memorial 
mediante el cual la señora Belki Yolani Torres Polo manifiesta que le confiere poder 
para actuar en ejercicio del medio de control de reparación directa al doctor Víctor 
Ponce Parodi, se observa que dicho memorial contiene una antefirma y una rubrica 
con el nombre de la supuesta poderdante pero no hay un mensaje de datos 
transmitiéndolo en la forma indicada en los párrafos que anteceden y/o diligencia de 
autenticación o reconocimiento (entiéndase estos dos requisitos en forma alterna y 
no en forma concurrente, es decir que con cualquiera de ellos se entiende que el 
poder se otorgó de acuerdo a la normatividad que rige el asunto a la fecha). 
 
En consecuencia, como el doctor Víctor Ponce Parodi no acreditó en forma 
inequívoca que la señora Belki Yolani Torres Polo le haya otorgado poder, no puede 
actuar como apoderado judicial de esta en el medio de control de la referencia.  
 
2. En las pretensiones de la demanda y en la identificación de los demandados, 
está incluido el Consorcio Pavimento Plan Centro y el señor Libardo Cuello Herrera 
en su condición de integrante y representante legal del consorcio, pero no se aportó 
el acta o documento de constitución de dicho consorcio. 
 
El Consejo de Estado se ha pronunciado respecto a la vinculación y notificación de 
los consorcios, diciendo que los integrantes de los consorcios pueden acudir al 
proceso en forma individual pese a que cuentan con un representante legal, 
intervención que se garantiza con la notificación personal de la demanda a cada 
uno de sus integrantes, con miras a garantizar el debido proceso6. 
 
En atención a lo anterior deberá la parte actora aportar el documento de 
constitución del Consorcio Pavimento Plan Centro y de la representación legal, así 
como los canales digitales de notificación de cada uno de sus integrantes. Se hace 
la previsión que deberán estar satisfechos los requisitos previos para demandar 
respecto de cada uno de estos. 
 
Por lo expuesto, se inadmitirá la demanda y se conmina al doctor Víctor Ponce 
Parodi -quien radicó la demanda-, para que revise y corrija los defectos anotados 
dentro del término de diez días, so pena de aplicar las consecuencias estipuladas 
en el numeral 2° del artículo 169 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo. 
 
En tal virtud, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 
VALLEDUPAR,  

RESUELVE 
 
PRIMERO: Inadmitir la presente demanda, de acuerdo con los lineamientos 
trazados en la parte considerativa de la presente providencia.  
 
SEGUNDO: Se le concede a la parte actora el plazo de diez (10) días, para que 
corrija el defecto señalado, so pena de rechazar la demanda. 
 

 Notifíquese y cúmplase. 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                               Jueza 

 
6 Consejo de Estado, Sección Tercera, radicado 44001-23-33-000-2013-00205-01, 6 de febrero de 2017 
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